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Carta al Lector

Estimado/a amigo/a:

Te agradecemos el interés por el trabajo de “Movimiento contra la Intolerancia”. 

El cuaderno que ahora tienes en tus manos ha nacido de la inquietud que nos mueve 

por el incremento de actitudes y conductas racistas, xenófobas, antisemitas y discrimi-

natorias en nuestra sociedad.

Pensamos que una de las claves para evitar el desarrollo de estas actitudes es llevar 

a las aulas, a los centros culturales y a las asociaciones una discusión en profundidad 

del tema y enfocarlo positivamente, mostrando las ventajas de una cultura de la di-

versidad.

Una cultura que convierta la energía inconformista de los y las jóvenes en trans-

formación social solidaria, que apueste por la igualdad de trato, de derechos y deberes 

para todos; una transformación donde el deseo de autonomía afirme la libertad y to-

lerancia que debe presidir una democracia participativa apoyada en el noble valor de 

valentía cívica para defender cotas más elevadas de justicia social, donde nadie por su 

color, cultura, religión, sexo, creencia, nación u orientación sea excluido; una transfor-

mación que cierre el paso a la intolerancia, al viejo y nuevo racismo, a quienes creen 

que hay colectivos superiores o a quienes creen que la diferencia priva de la condición 
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de igualdad en derechos o dignidad, y que cierre camino a los fanatismos, integrismos 

o nacionalismos excluyentes, a todas aquellas expresiones que empujan al ser humano 

al momento de las peleas cainitas.

La calidad de este cuaderno que aquí te presentamos es para nosotros altamente 

satisfactoria y pensamos que puede ser muy útil para tu trabajo, estudio, asociación o 

centro cultural.

Nos damos cuenta de que los textos que publicamos son sólo un primer paso y que 

el momento realmente importante está en su utilización para el debate y la dinámica 

social que tú puedas llevar a cabo. Contamos contigo para ello.

Recibe un cordial saludo y nuevamente nuestro agradecimiento por tu interés.

Esteban Ibarra

Presidente Movimiento contra la Intolerancia

Fundamentos Básicos  
para la Convivencia Democrática

1. Defensa de la igual Dignidad de las personas y de la universalidad de Derechos Humanos. 
2. Erradicación social, cultural y política de la Intolerancia, en todas sus formas, sea racismo 

y xenofobia, machismo y misoginia, supremacismo, lgtbifobia, antisemitismo e islamofobia, 
disfobia, antigitanismo, edadismo y aporofobia u otras expresiones fanáticas, extremistas y sus 
manifestaciones de estigmatización, hostilidad, discriminación, discurso y delitos de odio hacia 
las distintas manifestaciones de la condición humana. 

3. Rechazo de todo despotismo, opresión, ideología y praxis totalitaria e identitaria excluyente. 
4. Eliminación integral de toda expresión y manifestación de violencia, terrorismo y belicismo. 
5. Reconocimiento, memoria y defensa universal de los derechos de la Víctima del Crimen de Odio. 
6. Desarrollo de una cultura no sexista y de convivencia humanista para la concordia y la Paz. 
7. Compromiso por una ética cívica para la Libertad, Igualdad, Solidaridad, Justicia y Tolerancia. 
8. Desarrollo y profundización de la Democracia representativa y participativa. 
9. Eliminación de la pobreza en la Humanidad y apuesta por la redistribución de la riqueza 
10. Defensa de una sociedad intercultural y de un desarrollo humano en armonía con la Naturalezaa

Movimiento contra la Intolerancia es una organización de derechos humanos especializada 
en la lucha contra los crímenes de odio y en  la defensa de las víctima
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Declaración de Principios 
sobre la Tolerancia
16 de Noviembre de 1995

Artículo 1. Significado de la Tolerancia 

1.1 La Tolerancia consiste en el respeto, la aceptación y el aprecio de la rica diversidad de las
culturas de nuestro mundo, de nuestras formas de expresión y medios de ser humanos. La
fomentan el conocimiento, la actitud de apertura, la comunicación y la libertad de pensamiento, de conciencia
y de religión. La tolerancia consiste en la armonía en la diferencia. No sólo es un deber moral, sino además
una exigencia política y jurídica. La tolerancia, la virtud que hace posible la paz, contribuye a sustituir la cultura
de guerra por la cultura de paz. 
1.2 Tolerancia no es lo mismo que concesión, condescendencia o indulgencia. Ante todo, la tolerancia es una
actitud activa de reconocimiento de los derechos humanos universales y las libertades fundamentales de los
demás. En ningún caso puede utilizarse para justificar el quebrantamiento de estos valores fundamentales. La
tolerancia han de practicarla los individuos, los grupos y los Estados. 
1.3 La Tolerancia es la responsabilidad que sustenta los derechos humanos, el pluralismo (comprendido el plu-
ralismo cultural), la democracia y el Estado de derecho. Supone el rechazo del dogmatismo y del absolutismo y
afirma las normas establecidas por los instrumentos internacionales relativos a los derechos humanos. 
1.4 Conforme al respeto de los derechos humanos, practicar la tolerancia no significa tolerar la injus-
ticia social ni renunciar a las convicciones personales o atemperarlas. Significa que toda persona es libre de
adherirse a sus propias convicciones y acepta que los demás se adhieran a las suyas. Significa aceptar el hecho
de que los seres humanos, naturalmente caracterizados por la diversidad de su aspecto, su situación, su forma
de expresarse, su comportamiento y sus valores, tienen derecho a vivir en paz y a ser como son. También signi-
fica que uno no ha de imponer sus opiniones a los demás. 

Artículo 2. La función del Estado 

2.1 En el ámbito estatal, la tolerancia exige justicia e imparcialidad en la legislación, en la aplicación de la ley
y en el ejercicio de los poderes judicial y administrativo. Exige también que toda persona pueda disfrutar de
oportunidades económicas y sociales sin ninguna discriminación. La exclusión y la marginación pueden conducir
a la frustración, la hostilidad y el fanatismo. 
2.2 A fin de instaurar una sociedad más tolerante, los Estados han de ratificar las convenciones internacionales
existentes en materia de derechos humanos y, cuando sea necesario, elaborar una nueva legislación, que garan-
tice la igualdad de trato y oportunidades a todos los grupos e individuos de la sociedad. 
2.3 Para que reine la armonía internacional, es esencial que los individuos, las comunidades y las naciones
acepten y respeten el carácter multicultural de la familia humana. Sin tolerancia no puede haber paz, y sin paz
no puede haber desarrollo ni democracia. 
2.4 La intolerancia puede revestir la forma de la marginación de grupos vulnerables y de su exclusión de la
participación social y política, así como de la violencia y la discriminación contra ellos. Como confirma el Artí-
culo 1.2 de la Declaración sobre la Raza y los Prejuicios Raciales, "todos los individuos y los grupos tienen
derecho a ser diferentes". 
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Larga marcha de la ley  
de Igualdad de Trato  

que aún necesita mejora.
Esteban Ibarra

Comenzó la intensidad del reclamo de legislación tras aprobarse dos Directivas de 
Igualdad de trato en la Unión Europea en el año 2000. Nuestras primeras voces se harían 
escuchar con más fuerza para reivindicar una legislación protectora que ya reclamábamos 
desde mediados de los 90. Tras efectuar la transposición de la Directiva de Igualdad de Tra-
to de las personas independientemente de su origen racial o étnico 2000/43/CE. Aprobada 
el 29 de junio 2000 y de la Directiva 2000/78CE del Consejo Europeo para la Igualdad de 
Trato en el Empleo, trasposición que se realizaría, con retraso, el 30 de diciembre de 2003, 
y la creación del organismo de defensa de las víctimas que requiere la primera directiva 
mencionada, empezamos con un nuevo impulso reivindicativo en una legislación antidis-
criminatoria, algo que ya se había producido durante los años 90, y en especial en el marco 
de las campañas del Año Internacional por la Tolerancia (1995) de Naciones Unidas y de 
la Campaña Europea contra el Racismo, la Xenofobia, el Antisemitismo y la Intolerancia 
de 1996. Sera con el nuevo Gobierno donde se comenzará a reclamar con fuerza una Ley 
de Igualdad de Trato pues esto ya se había planteado en la campaña electoral. Sin embargo 
hubo obstáculos. 

Durante el primer gobierno 2004-2008, la ejecutiva del PSOE dio prioridad a las leyes 
de Matrimonio igualitario y a la de Transexualidad, en una contraposición absurda que 
frenaba el desarrollo de la Ley de Igualdad de Trato y argumentando que primero las leyes 
sectoriales frente a quienes defendíamos la universalidad de una Ley General antidiscrimi-
natoria. El propio Rodríguez Zapatero se dirigió a mí en público en un acto en la sede de 
UGT, diciendo que se comprometía a sacarlo en la siguiente legislatura, mensaje que enfa-
tizó dado que personalmente yo encarnaba el rostro del monumental enfado por no haberla 
impulsado adecuadamente. Y comenzó el segundo ciclo de gobierno y es verdad que desde 
la Fundación Ideas que dirigía el ex. Ministro Jesús Caldera nos convocaron a un pequeño 
grupo compuesto por Fernando Rey, catedrático de constitucional, a Miguel Ángel Agui-
lar de la Fiscalía de Barcelona y a mí, Esteban Ibarra, como referente activista de los dere-
chos humanos, junto al director de la Fundación. Se realizaron un par de reuniones donde 
se intercambiaron opiniones y se sentaron algunos ejes de los que podría ser esta legislación. 
Paralelamente, desde el Ministerio de Igualdad, se impulsó el Consejo por la Igualdad de 
Trato y No Discriminación, que se constituiría el 27 de octubre de 2009 adscrito al Ministe-
rio. Y en 2010 se comenzarían desde diversas instituciones los trabajos acerca de la Ley. Las 
directivas, como explican sus considerandos, responden al Tratado de la Unión Europea, al 
derecho a la igualdad ante la Ley, a que toda persona sea protegida contra la discriminación 
y a garantizar el desarrollo de sociedades democráticas y tolerantes en las que toda persona 
pueda participar, con independencia de su origen racial o étnico.
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Las Directivas de Igualdad de Trato explicita los conceptos de discriminación directa 
e indirecta y el acoso, los ámbitos de aplicación como el acceso al empleo, la educación, 
orientación profesional, protección social y acceso de bienes y servicios disponibles para el 
público, entre otros aspectos. Apoya la acción positiva, impone a los Estados la defensa de 
derechos y les requiere en caso de conflicto —esto es lo más significativo— «las medidas 
necesarias para garantizar que corresponde a la parte demandada demostrar que no ha 
habido vulneración del principio de igualdad de trato cuando una persona que se considere 
perjudicada lleve el caso a un tribunal de justicia». Es la inversión de la carga de la prueba. 
Cuestión a ponderar muy importante en el avance de la lucha contra la discriminación, 
como la creación de un órgano que vele por las víctimas y por la igualdad de trato.

El Consejo posteriormente, a propuesta de Movimiento contra la Intolerancia y OBE-
RAXE, cambiaría su denominación por Consejo para la Eliminación de la Discriminación 
Racial o Étnica , a imagen y semejante de la Convención del mismo nombre y es ese ór-
gano colegiado que le corresponde la promoción del principio de igualdad de trato y no 
discriminación de las personas por su origen racial o étnico en la educación, la sanidad, las 
prestaciones y los servicios sociales, la vivienda y en general, la oferta y el acceso a cuales-
quiera bienes y servicios, así como el acceso al empleo, a la actividad por cuenta propia y al 
ejercicio profesional, la afiliación y la participación en las organizaciones sindicales y em-
presariales, las condiciones de trabajo, la promoción profesional y la formación profesional 
ocupacional y continua. 

Situados en la espera, prácticamente toda la legislatura hasta que concluyó en 2012, 
y la anunciada Ley de Igualdad de Trato antidiscriminatoria, no se concretó. Llegó un 
cambio de gobierno y transitamos un período donde se realizaron proposiciones legislati-
vas por el grupo socialista que no llegaron puerto., transcurriendo los años. Una propuesta 
interesante fue la realizada por la diputada Susana Sumelzo del grupo socialista que llevó 
a la Mesa del Congreso de los Diputados, el 23 de marzo de 2016, una Proposición no de 
Ley para la presentación de un Proyecto de Ley Integral contra los Delitos de Odio que 
incorpore una política criminal seria y de protección universal de las víctimas de los delitos 
de odio, recogiendo la reivindicación de Movimiento contra la Intolerancia y del Consejo 
de Víctimas de Delitos de Odio, recién creado. Se han dado pasos importantes en la sensibi-
lización. Hubo un intento más, durante el que volvimos a trabajar en su redacción en 2018 
pero con la convocatoria de nuevas elecciones no prosperó. 

A punto estuvo de salir la Ley antidiscriminatoria en la Comunidad de Madrid pero la 
disputa PP-PSOE no permitió en acuerdo. Quien si avanzó significativamente fue Cataluña 
y de nuevo Movimiento contra la Intolerancia colaboró con el Parlament de Cataluña, 
viendo la luz en la Ley 19/2020, de 30 de diciembre, de igualdad de trato y no discrimina-
ción que recogía: 

(…)
Artículo 1.  Objeto.
1.	 El objeto de la presente ley es garantizar el derecho a la igualdad de trato y a la 

no discriminación y erradicar cualquier actuación o comportamiento que puedan atentar 
contra la dignidad de las personas y contra el libre desarrollo y la libre expresión, sin ningún 
tipo de discriminación, de la propia personalidad y de las capacidades personales.

2.	 La Ley regula los derechos y las obligaciones de las personas físicas y de las per-
sonas jurídicas, tanto públicas como privadas, al efecto de lo dispuesto por el apartado 1, 
y establece los principios de actuación que deben regir las medidas de los poderes públicos 
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destinadas a prevenir, eliminar y corregir toda forma de discriminación, directa o indirecta, 
tanto en el sector público como en el ámbito privado.

3.	 La finalidad de la presente ley es evitar cualquiera de las formas de discriminación 
que toman por pretexto cualquiera de los siguientes motivos:

a)	 Origen territorial o nacional y xenofobia.
b)	 Sexo o género, orientación o identidad sexual, y cualquier forma de LGBTIfobia o de 

misoginia.
c)	 Edad.
d)	 Raza, origen étnico o color de piel, y cualquier forma de racismo como el antisemi-

tismo o el antigitanismo.
e)	 Lengua o identidad cultural.
f)	 Ideología, opinión política o de otra índole o convicciones éticas de carácter perso-

nal.
g)	 Convicciones religiosas, y cualquier manifestación de islamofobia, de cristianofobia 

o de judeofobia.
h)	 Condición social o económica, situación administrativa, profesión o condición de 

privación de libertad, y cualquier manifestación de aporofobia o de odio a las perso-
nas sin hogar.

i)	 Discapacidad física, sensorial, intelectual o mental u otros tipos de diversidad funcio-
nal.

j)	 Alteraciones de la salud, estado serológico o características genéticas.
k)	 Aspecto físico o indumentaria.
l)	 Cualquier otra característica, circunstancia o manifestación de la condición humana, 

real o atribuida, que sean reconocidas por los instrumentos de derecho internaciona-
les.

Artículo 2.  Ámbito de aplicación subjetivo, objetivo y territorial.
La presente ley se aplica a todas las personas físicas y jurídicas, tanto del sector público 

como del ámbito privado, situadas o que actúen en el territorio de Cataluña, en todos los 
ámbitos de actuación y con independencia de que operen de forma personal, presencial y 
directa, en el entorno de las redes sociales o por medios telemáticos con origen o destino en 
el ámbito territorial de Cataluña.

Artículo 3.  Principios generales de actuación de la Administración.
1.	 Las administraciones públicas y el Síndic de Greuges, en el ámbito de sus compe-

tencias, deben velar por garantizar el derecho a la igualdad de trato y la no discriminación 
en los ámbitos a los que se refiere la presente ley.

2.	 Los profesionales de las administraciones públicas y de los servicios sostenidos con 
fondos públicos y los que hacen tareas de prevención, intervención, detección, atención, 
asistencia y recuperación en los ámbitos de la salud, la educación, el mundo laboral, los ser-
vicios sociales, la justicia y los cuerpos de seguridad, el deporte y el ocio, y la comunicación, 
si tienen conocimiento de una situación de riesgo o una sospecha fundada de discrimina-
ción o violencia, tienen el deber de comunicarlo a los cuerpos y fuerzas de seguridad y al 
órgano competente.

3.	 A los efectos de lo establecido por el apartado 2, el Gobierno debe elaborar un 
protocolo de actuación y poner en marcha la Comisión para la Protección y la Promoción 
de la Igualdad de Trato y la No Discriminación para velar por la igualdad de trato en la 
Administración pública.
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Artículo 4.  Definiciones.
A los efectos de la presente ley se entiende por:

a)	 Acciones positivas: Las diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar y, si proce-
de, compensar cualquier forma de discriminación en su dimensión colectiva o social, 
que se deben aplicar mientras subsistan las situaciones de discriminación que las 
justifican.

b)	 Ajustes razonables: Las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que, 
sin imponer ninguna carga desproporcionada o indebida, se aplican, cuando se re-
quieren en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce 
o el ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos huma-
nos y libertades fundamentales. La carga no puede considerarse desproporcionada si 
es suficientemente compensada por las medidas en el marco de la política a favor de 
las personas con discapacidad.

c)	 Antisemitismo: La hostilidad o el prejuicio hacia los judíos como grupo religioso o 
étnico, que se manifiesta como odio hacia un individuo o como persecución institu-
cionalizada y violenta del colectivo.

d)	 Aporofobia: El rechazo, el desprecio o el odio hacia las personas pobres, sin techo o 
sin hogar.

e)	 Acoso discriminatorio: Cualquier comportamiento basado en algunos de los motivos 
a los que se refiere el artículo 1 que tiene por objetivo atentar contra la dignidad de 
una persona y crearle un entorno intimidatorio, hostil, degradante, vejatorio, humi-
llante u ofensivo.

f)	 Bifobia: La aversión o la discriminación contra las personas bisexuales.
g)	 Capacitismo: La aversión o la discriminación contra las personas con diversidad fun-

cional.
h)	 Coeducación: La acción educativa que potencia la igualdad real de oportunidades y 

la eliminación de cualquier tipo de discriminación por razón de orientación sexual, 
identidad de género o expresión de género.

i)	 Conducta o discurso de odio: Toda conducta que promueva, propague, incite o 
justifique la intolerancia, la discriminación y la violencia hacia personas o grupos 
que evidencian la diversidad de la condición humana.

j)	 Discriminación: Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en 
alguno de los motivos a los que se refiere el artículo 1 que tenga por objeto o por 
resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y las libertades fundamentales de todas las 
personas, a menos que la medida esté objetivamente justificada por una finalidad 
legítima y que los medios para su consecución sean apropiados y necesarios. Se pue-
de producir discriminación de forma directa, indirecta, por asociación o por error, y 
también pueden darse discriminaciones múltiples.

k)	 Discriminación de segundo orden: El maltrato ejercido contra personas o grupos de 
personas por el hecho de defender a personas o grupos discriminados.

l)	 Discriminación directa: La discriminación que se produce cuando una persona es 
tratada de una forma menos favorable que otra en situación análoga por alguno de 
los motivos a los que se refiere el artículo 1.

m)	Discriminación indirecta: La discriminación que se produce cuando una disposición, 
criterio o práctica pretendidamente neutros son susceptibles de causar un perjuicio 
mayor a una persona por alguno de los motivos a los que se refiere el artículo 1.
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n)	 Discriminación múltiple: La discriminación que se produce cuando una persona 
sufre una forma agravada y específica de discriminación como consecuencia de la 
concurrencia o la interacción de diversos motivos de discriminación.

o)	 Discriminación por asociación: La discriminación que se produce cuando una perso-
na o el grupo al que se le asocia es objeto de discriminación, real o atribuida, como 
consecuencia de su relación con una persona o un grupo por alguno de los motivos a 
los que se refiere el artículo 1.

p)	 Discriminación por error: La discriminación que se produce cuando una persona es 
objeto de ella por el hecho de haberle atribuido erróneamente alguna característica, 
circunstancia o condición.

q)	 Discriminación por estigmatización: El proceso por el que un grupo con poder define 
lo que es normal y deja fuera de esta definición otras conductas que, en consecuencia, 
son consideradas no normativas.

r)	 Discriminación por razón de género: La situación discriminatoria en que se encuen-
tra una persona que es, ha sido o puede ser tratada, por razón de sexo o de circuns-
tancias directamente relacionadas con su condición biológica, de una forma menos 
favorable que otra en una situación análoga. No son medidas discriminatorias por 
razón de sexo las que, aunque planteen un tratamiento diferente para hombres y mu-
jeres, tienen una justificación objetiva y razonable, como las que fomentan la acción 
positiva para las mujeres, en la necesidad de protección especial por motivos biológi-
cos o en la promoción de la corresponsabilidad entre hombres y mujeres.

s)	 Edadismo: La estereotipación y la discriminación contra personas o grupos en base 
a su edad.

t)	  Estigmatización: La atribución de cualidades negativas y despectivas sobre un grupo 
o colectivo de personas, que son tratadas con prejuicios y, en consecuencia, son con-
sideradas no normativas.

u)	 Feminicidios y violencias machistas: Las diversas agresiones que sufren las personas 
por razón de género y del tejido normativo, de roles y de patrones de relación que se 
derivan de ellos. Los asesinatos machistas son la práctica más extrema de las violen-
cias machistas.

v)	 Homofobia: La aversión o la discriminación contra las personas homosexuales.
w)	Orden, inducción, instrucción o recomendación de discriminar: Cualquier instruc-

ción o conducta similar llevada a cabo por una autoridad, un órgano o un superior 
jerárquico que implique una discriminación por cualquiera de los motivos a los que 
se refiere el artículo 1.

x)	 Racismo: Cualquier distinción, exclusión, restricción o preferencia por razón de 
raza, color de piel, linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por re-
sultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.

y)	 Represalia discriminatoria: Cualquier trato adverso de la Administración contra una 
persona o grupo de personas por el hecho de haber presentado alguna queja, recla-
mación, denuncia, demanda o recurso de cualquier tipo con el objetivo de impedir, 
evitar, disminuir o denunciar la discriminación o el acoso al que son o han sido some-
tidas, o contra las personas que colaboran o participan en un procedimiento iniciado 
a raíz de esta queja, reclamación, denuncia, demanda o recurso. Quedan excluidos 
los supuestos que puedan ser constitutivos de ilícito penal.

z)	 Romafobia o antigitanismo: La forma específica de racismo, social e institucional, 
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con el pueblo gitano, que se da de una forma particularmente persistente, violenta, 
recurrente y banalizada.

a’) Situación administrativa: Cualquiera de las situaciones en que una persona se 
puede encontrar en Cataluña, sea la que define el estado de una persona inmigra-
da, sea la de regularidad o irregularidad según si la persona tiene o no tiene una 
autorización de residencia o de residencia y de trabajo que la habilite, respectiva-
mente, para residir o para vivir y desarrollar una actividad laboral, sea la de las 
personas que están empadronadas.

b’) Transfobia: La aversión o la discriminación contra las personas transexuales.
c’) Victimización secundaria: El maltrato adicional ejercido contra personas que se 

encuentran en alguno de los supuestos de discriminación, acoso, represalia o in-
tolerancia como consecuencia directa o indirecta de los déficits, las duplicidades 
o las fragmentaciones de las intervenciones llevadas a cabo por los organismos 
responsables, y también por las actuaciones de otros agentes implicados.

d’) Xenofobia: El odio, la hostilidad o el rechazo hacia personas que son de origen 
extranjero o que son percibidas como extranjeras.

(…)

Y finalmente llegó la Ley de ámbito nacional y casi sin debate, con una iniciativa en la 
última legislatura donde se aprobaría un proyecto que no recogía bastante detalles que apor-
taba el Ministerio de Igualdad con el que habíamos colaborado, y que olvidaba peligrosa-
mente la referencia al Antisemitismo, aunque si incorporaba la perspectiva general antidis-
criminatoria, también blindaba jurídicamente las Fiscalías de delitos de odio e incorporaba 
el Antigitanismo al Código Penal. No arreglaba el desaguisado excluyente que tenemos en 
los diferentes tipos penales que afectan a la discriminación. Y algún problema más, como 
son los excesos sancionadores y la escasa claridad en materia funcional de la Autoridad 
para l Igualdad de Trato, así como el organismo de participación. Aun quedan muchos 
agujeros que dicen se resolverá con el Reglamento o reformando la Ley. A ese respecto, el 
Grupo Popular a petición de la Federación de Comunidades Judías y de Movimiento con-
tra la Intolerancia a presentado una proposición no de ley para incorporar la referencia al 
antisemitismo en la legislación, en congruencia con la Estrategia contra el Antisemitismo 
en la Unión Europea.

https://www.educatolerancia.com/video-campana-la-tolerancia-apaga-el-odio-en-
memoria-de-las-victimas-de-crimenes-de-odio/
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Carta abierta de Movimiento contra la Intolerancia a todos los 
grupos Parlamentarios del Congreso de los Diputados

1.1. Si, a una Ley de Igualdad de Trato y No Discriminación

La presentación parlamentaria por el Grupo Socialista para su toma en consideración, 
de una Proposición de Ley Integral para la Igualdad de Trato y No Discriminación, pro-
ducto de una larga trayectoria de reivindicación social y amplia elaboración colaborativa 
desde la independencia de pensamientos diversos , es una nueva oportunidad para avan-
zar en la protección universal de la libertad e igual dignidad y derechos de las personas, 
mediante una ley cuyos trabajos comenzaron hacia el 2008 y en 2011 quedó en puertas de 
concretarse; una ley que, tanto ayer como hoy, responde a una amplia demanda social y a 
un marco general antidiscriminatorio compatible con legislaciones que atiendan a proble-
máticas específicas.

Esta iniciativa, cuya toma en consideración deberían apoyar todos los Grupos Par-
lamentarios, no solo es necesaria en cuanto respuesta a un proceso de reivindicación sos-
tenido por colectivos sociales desde múltiples perspectivas de la diversidad de la condición 
humana, sino que resulta oportuna para completar los avances de nuestro país en materia 
de protección de libertades y derechos, tanto en el ámbito penal con la sanción de los delitos 
de odio, como con las directivas europeas antidiscriminatorias que se han ido trasponiendo 
a nuestra legislación.

Sin embargo, la proposición de ley ha de ser sustancialmente mejorada en el proce-
so de tramitación parlamentaria dado que su matriz, realizada en la anterior década, ha 
de contemplar cambios sociales y nuevos retos aparecidos en estos últimos años que hay 
que enfrentar. Las desigualdades de trato y las conductas discriminatorias, no son compa-
tibles con los art. 10 y 14 de la Constitución Española, tampoco con la Carta Universal 
de los Derechos Humanos, y esta ley tiene su raíz, precisamente, en la protección de los 
fundamentos de nuestra convivencia democrática que descansan en concebir que todas las 
personas son libres e iguales en dignidad y derechos y en el compromiso constitucional de 
remover obstáculos para hacerlo efectivo, como afirma su art. 9.2

La proposición de Ley tiene como virtud su voluntad de acometer cualquier discrimi-
nación para todas las personas, como se aprecia al plantear un “numerus apertus” a toda 
forma de intolerancia discriminatoria que se proyecte hacia una persona, respondiendo en 
términos de reproche sancionador, como la sociedad así demanda. No obstante la proposi-
ción de ley tiene déficits en ámbitos que se han de incorporar como el de las redes sociales, 
las actividades tradicionales impropias democráticamente y otras que se debieran recoger 
con una perspectiva social amplia.

La protección universal de la víctima de la discriminación en la Ley deberá com-
pletar lo realizado normativamente en el Estatuto de la Víctima del delito, ahora a nivel 
civil y administrativo, protegiéndola eficazmente de represalias por denuncias realizadas y 
como no, registrando hechos que faciliten políticas preventivas frente a conductas y expre-
siones racistas y xenófobas, segregacionistas e identitarias, misógenas y sexistas, homófobas 
y transfóbicas, antisemitas e islamófobas, antigitanas y aporófobas o desde otra intolerancia 
como la que sufren las personas en razón de su discapacidad, origen étnico, convicciones, 
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ideología o creencias religiosas, aspecto físico, edad, situación socioeconómica, profesión, 
lengua, cultura opor cualquier manifestación de la condición humana.

Esta protección deberá ir acompañada de una Educación Inclusiva y para la Toleran-
cia, como insiste la UNESCO, que contribuya a la construcción de una ciudadanía libre, 
igualitaria, respetuosa, fraterna y solidaria. Y para ello, además de una Autoridad instituida 
que acometa tamaña tarea, incluida la preceptiva sanción cuya recaudación debería asignar-
se a la lucha contra la discriminación y a la defensa de la víctima, tendrá que contar con las 
entidades sociales con acreditado objetivo interés al respecto, concretando su participación 
mediante un Consejo General para la Igualdad de Trato y No Discriminación.

Bienvenida sea la iniciativa del Grupo Socialista y esperemos buena acogida por todos 
los Grupos Parlamentarios, a quienes pedimos que lo aborden como asunto de Estado al 
servicio del interés general de la sociedad y de la convivencia democrática, de la protec-
ción de los derechos fundamentales de las personas y de la aplicación de los valores huma-
nos universales, para iniciar la andadura de una importante ley para nuestro país.

1.2. Movimiento contra la Intolerancia traslada enmiendas a los 
Grupos Parlamentarios y pide que la Ley para la Igualdad 
de Trato sea contra “Toda Forma de Discriminación e 
Intolerancia y busque una vía administrativa de sanción para 
el “discurso de odio en Internet” 

Nota de Prensa: 17/09/2018

La Ley para la Igualdad de Trato que se debate en el Parlamento no puede ser una Ley 
de minorías sociales e identitarias. El enfoque que hemos sostenido y aportado a los Grupos 
Parlamentarios en las 65 enmiendas entregadas es apoyado por el Consejo de Víctimas de 
Delitos de Odio y Discriminación y otras ONGs, defiende la protección universal y supera 
cualquier reduccionismo que suponga interpretar que esta ley debe ser una legislación de 
minorías. Al contrario, la defensa de la igual dignidad de la persona, como bien jurídico 
a proteger, conlleva que se deba interpretar como una Ley General para la Igualdad de 
Trato y contra Toda Forma de Discriminación e Intolerancia, donde los art. 10 y 14 de 
la Constitución española adquieran toda su capacidad y cuyo carácter general alcance a 
la protección de todas las personas y colectivos vulnerables según su diversidad y distintas 
manifestaciones de la condición humana.

En la enmienda aportada al art.2 sobre el ámbito subjetivo de aplicación, se sostiene 
que: “Se reconoce el derecho de toda persona a la igualdad de trato, a la no discriminación e intoleran-
cia. Nadie podrá ser discriminado o sufrir acciones de intolerancia por razón de nacimiento, origen 
racial o étnico, territorial o nacional, condición social, color de piel, condición de migrante o refugiado, 
sexo, religión, convicción u opinión, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, razón de géne-
ro, enfermedad, profesión, lengua, cultura o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, 
sean reales o supuestas”.

También se plantean nuevos espacios como Internet y Redes Sociales, actividades 
deportivas, artísticas y culturales y otros ámbitos, significando prohibir con sanción admi-
nistrativa “toda manifestación, propaganda, mensaje, expresión, acción y toda organización, cual-
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quiera que sea su forma o razón que sin tener la consideración de ilícito penal realice, fomente, divulgue, 
promueva, justifique o incite a la comisión de acciones discriminatorias, de odio e intolerancia racista, 
xenófoba, antisemita, islamofoba, supremacista, cristianófoba, de fanatismo totalitario, de nacionalis-
mo agresivo y también la LGTBIfobica, misógina y sexista, antigitana, negrófoba” entre otras y no 
permitiendo que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales, autonómicas o 
locales promuevan o realicen este tipo de hechos, punibles en esta ley.

Uno de los aspectos críticos de Movimiento contra la Intolerancia hacia la proposición 
de Ley de Igualdad de Trato es la falta de referencia suficiente a las Víctimas de Discrimi-
nación e Intolerancia, acorde a mandatos y recomendaciones europeas de la necesidad, 
entre otras, de un Protocolo explicito de actuación Información, atención y medidas de 
apoyo a las víctimas; también se echa en falta la creación de un Consejo de Igualdad de 
Trato con participación de las organizaciones de víctimas y otros instrumentos necesarios 
como un Observatorio y un Centro de Documentación y Memoria, destacando necesa-
rio disponer de una Estrategia Estatal para la Igualdad de Trato y contra toda forma 
de Discriminación e Intolerancia que incorpore sensibilización, medidas de prevención 
y fomento de la denuncia de acciones de discriminación, actos de intolerancia, violencia e 
incidentes y discurso de odio, información, atención y medidas de apoyo a las víctimas de 
discriminación e intolerancia, la promoción de la enseñanza de los valores democráticos y 
de los derechos humanos encaminados a erradicar prejuicios, conocimientos defectuosos, 
adoctrinamientos, fanatismos o radicalizaciones extremistas que alimenten toda forma y 
manifestación discriminatoria y de intolerancia en todo ámbito público y privado.

Movimiento contra la Intolerancia ya desarrolla una iniciativa, apoyado por el Con-
sejo de Víctimas de Delitos de Odio y otras ONG, que articula al movimiento asociativo 
en Red de Apoyo en defensa de una Ley General para la Igualdad de Trato y contra Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia.

1.3. Es necesaria una Ley Igualdad de Trato 

Nota de Prensa. 21 enero, 2021

Movimiento contra la Intolerancia y el Consejo de Víctimas contra la Discriminación y 
los Delitos de Odio valoran positivamente la presentación de la Proposición de LEY PARA 
LA IGUALDAD DE TRATO Y NO DISCRIMINACIÓN presentada por el PSOE en el 
Parlamento Español.

En la confianza de que todos los grupos parlamentarios serán sensibles a una demanda 
social que arranca desde el 2000, que se ha visto frustrada anteriormente en varias ocasio-
nes y que hoy día no puede esperar al ser una necesidad social objetiva coincidente con las 
Directivas Europeas que al respecto y sectorialmente han sido trasladadas a todos los go-
biernos la Ley para la Igualdad de Trato que se debatirá en el Parlamento debe de contem-
plar mejoras que hemos reivindicado desde la sociedad civil que abordamos estamos esta 
realidad, muy especialmente Movimiento contra la Intolerancia y Consejo de Víctimas de 
Delitos de Odio y Discriminación, así como otras ONGs y Plataformas que defienden la 
protección universal de todas las personas frente a la sinrazón de cualquier discriminación.

Esta perspectiva, en la que se sitúa la Ley, recoge en los art.1º y 2º la igualdad de trato 
y respetar la dignidad de las personas en desarrollo de los artículos 9.2, 10 y 14 de la Cons-
titución, regulando derechos y obligaciones así como estableciendo principios de actuación 
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de los poderes públicos y previendo medidas antidiscriminatorias contra toda forma de 
discriminación. En su articulado se abordan aspectos de gran importancia ya recogidos 
en anteriores propuestas, aunque la sociedad ha cambiado mucho y la globalización y las 
comunicaciones nos llevan a reclamar una Ley lo mas actual posible y con perspectiva de 
futuro en cuanto a los nuevos retos de convivencia que ya se vislumbran.

Esperamos que en la tramitación parlamentaria se corrija, por ejemplo, el no incluir 
diferentes actos de intolerancia que hoy día muchas personas sufren, como son campañas 
de estigmatización e incidentes de odio basados en el rechazo, desprecio o el irrespeto a 
las diversas expresiones de la condición humana que no quedan reflejadas en la Proposición 
de Ley Esta necesidad es obvia y se observa, por ejemplo, en Internet y las Redes Sociales, 
donde la humillación y vejaciones deben de ser prohibidas en todo ámbito, significando 
especialmente: “toda manifestación, propaganda, mensaje, expresión, acción y toda organización, 
cualquiera que sea su forma o razón que sin tener la consideración de ilícito penal realice, fomente, 
divulgue, promueva, justifique o incite a la comisión de acciones discriminatorias, de odio e intole-
rancia racista, xenófoba, antisemita, islamofoba, supremacista, cristianófoba, lingüística, LGT-
BIfobica, misógina y sexista, antigitana, negrófoba, y otras similares”.

De igual manera, el tratamiento a las Víctimas resulta insuficientemente reflejado, así 
como la participación de la sociedad civil a través de sus organizaciones que intervienen en 
este ámbito tampoco. La falta de referencia a las víctimas de discriminación e intolerancia, 
acorde a mandatos y recomendaciones europeas de la necesidad, entre otras, de un Proto-
colo explicito de actuación Información, atención y medidas de apoyo a las víctimas y la 
creación de un Consejo de Igualdad de Trato con participación de las organizaciones de 
víctimas y otras entidades de diferentes sectores, son algunos de sus déficits.

Movimiento contra la Intolerancia y el Consejo de Víctimas de Delitos de Odio, se 
congratula de la Proposición de Ley y piden a los grupos parlamentarios sensibilidad, uni-
dad y solidaridad social para encarar este reto que sin duda alguna beneficiará a la sociedad 
y a la convivencia, de manar que entre instituciones, empresas y sociedad civil avancemos 
por una España de la concordia, de los valores democráticos y la defensa de la dignidad 
humana.

Artículos en Confilegal

1.4. Peligroso olvido del antisemitismo  
en la futura ley integral  
para la igualdad de trato y no discriminación

Esteban Ibarra. Movimiento contra la Intolerancia. 02/5/2022

La aprobación por la Comisión de Igualdad del Congreso del Informe de la Ponencia 
de la Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación conlleva un pecado no 
venial, como es la ausencia de mención alguna al histórico, grave y actual problema de la 
discriminación antisemita que alcanza a las personas y comunidades judías así como a sus 
allegados y defensores.

Amén de otros errores dignos de mencionarse junto a este olvido escatológico que 
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debería hacer reflexionar a nuestros representantes parlamentarios sobre necesarias modifi-
caciones de esta proposición de Ley.

Defiendo y reivindico la necesidad de esta Legislación, incluso antes de las Directivas 
europeas del año 2000 de Igualdad de trato.

Pongamos desde el asesinato racista de Lucrecia Pérez donde nuestra asociación co-
menzó a reivindicar la más amplia legislación para combatir la discriminación e intoleran-
cia, y para proteger la universalidad de los derechos humanos.

Muchos de los avances institucionales al respecto han venido precedidos de nuestra 
lucha con sufrimiento, a veces muy en solitario, y con el dolor de las víctimas, especialmente 
de crímenes de odio.

He colaborado en la redacción de esta necesaria Ley en cuatro ocasiones desde la épo-
ca del gobierno socialista de José Luis Rodríguez Zapatero, hasta hace poco tiempo con el 
gobierno actual. Y nunca entendí los retrasos en su aprobación.

Colaboré con la «Llei d’igualtat de tracte i no-discriminació aprobada por el Parla-
ment» (2020), así como con todas las Comunidades Autónomas que me lo pidieron, como 
sucedió en Madrid, donde su aprobación no se concretó.

Y en todas reafirmé la necesidad de denunciar, luchar y en especial, apoyar a las víc-
timas del racismo, la xenofobia, el antisemitismo, la lgtbifobia, la misoginia, el sexismo y 
otras formas de intolerancia, lo que proyecté en todos nuestros informes a los diputados y 
especialistas.

Sin embargo, en este Informe de la Ponencia se constata una omisión tóxica. No hay 
mención alguna a la intolerancia y discriminación antisemita.

Eso genera gran zozobra e inquietud en las personas, entidades y comunidades afecta-
das, pues somos conscientes de la realidad que señala la Unión Europea, verificable también 
en España, cual es al avance de los tres principales vectores del antisemitismo actual, que 
son señalados en sus informes, como los extremismos izquierdistas y derechistas o neofas-
cistas, y un tercero vinculado en especial a la interpretación del yihadismo.

¿Olvido o borrado?
Sorprende la omisión en el texto de la más mínima referencia a combatir el antisemi-

tismo, y en cambio contrasta con la justa apreciación del antigitanismo, de la xenofobia, la 
homofobia o la transfobia, entre otras fobias e intolerancias.

¿Se nos deben encender las alarmas?
Un peligroso aliado del antisemitismo es ignorar el problema, banalizarlo o trivializar-

lo, opacarlo, ocultarlo, situarlo en el ostracismo legal, político y social, en definitiva, no ver 
el virus antisemita. 

¿Qué les ha sucedido a sus señorías? ¿Se les pasó? ¿Es desconocimiento? ¿Fue una omi-
sión imprudente o dolosa? ¿Olvido o Borrado?

En la Exposición de Motivos de la Proposición de Ley, donde se referencian términos 
y se explican fundamentos jurídicos y políticos del posterior articulado.¿Por qué no se hace 
explicita la mención a la aprobación por la Comisión de la UE de la ”Estrategia (2020-
2030) para combatir el Antisemitismo y apoyar la forma de vida judía?”, que implica la 
lucha contra discriminación.

Convendría recordar, de forma inexcusable, que una de las pioneras en la lucha contra 
la discriminación antisemita en España fue Violeta Friedman, un combate que comenzó 
en 1985 contra el general de las Waffen SS, preferido de Adolf Hitler, León Degrelle, por 
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denigrar a las víctimas judías de la Shoà, ganado en el Tribunal Constitucional (1991) y que 
extendió en favor de la lucha general contra la discriminación y el odio durante su Presiden-
cia de honor en Movimiento contra la Intolerancia.

La sentencia del Tribunal Constitucional, presidido por Francisco Tomás y Valien-
te, posteriormente asesinado por ETA, cuyo ponente fue el magistrado Vicente Gimeno 
Sendra, tras solicitar amparo constitucional el abogado Jorge Trías, en nombre de Viole-
ta Friedman, demandante y sobreviviente de Auschwitz, planteó una brillante pedagogía 
donde la sentencia insiste en que ni la libertad de expresión, ni la liberad ideológica, 
comprenden el derecho a efectuar manifestaciones, expresiones o campañas de carácter 
racista o xenófobo, pues como dispone el artículo 20.4, no existen derechos ilimitados, y 
ello es contrario a bienes constitucionales como la dignidad humana.

La contundente sentencia, importante en la reforma del Código Penal de 1995, conde-
nó el negacionismo del Holocausto y defendió que “La dignidad como rango o categoría 
de la persona como tal, del que deriva y en el que se proyecta el derecho al honor (artículo 
18.1 de la Constitución) no admite discriminación alguna por razón de nacimiento, raza o 
sexo, opiniones o creencias. El odio o el desprecio a todo un pueblo o a cualquier etnia) son 
incompatibles con el respeto a la dignidad humana”. Desde 1995, el CP recogió el antisemi-
tismo en los artículos 22.4, 510 y otros tipos penales.

Hoy día, se reconoce como imprescindible la Memoria de la Víctima y cabe mencio-
nar que en el necesario combate contra el Antisemitismo y la Negación del Holocausto, el 
aporte de sobrevivientes como Primo Levi, Poliakov, Wiesel, la propia Violeta Friedman 
y otros, son la matriz del reclamo a las Leyes de compromiso al respecto, como recoge la 
Declaración Marco de Derecho Penal contra el Racismo y la Xenofobia, que requiere a 
todos los países de la Unión su incorporación para combatir la discriminación antisemita y 
el negacionismo.

En la Unión Europea se es muy consciente que primero vino la instituciónalización de 
una discriminación que ya existía en las calles, mediante las Leyes de Nuremberg, y después 
se avanzó hacia el exterminio por una senda donde el fanatismo fue la gasolina.

La Unión Europea advierte del problema
Que no se conteste que es suficiente con el Código Penal, pues no es así. Escuchen a la 

Comisión Europea en la aprobación de la Estrategia Europea contra el Antisemitismo que 
entre un conjunto amplio de medidas, realiza este llamamiento: “Se anima a los Estados 
miembros a que: Garanticen que los organismos nacionales de igualdad estén adecuada-
mente equipados para asegurar que los incidentes de discriminación antisemita se atiendan 
y denuncien debidamente. Hagan frente a la discriminación antisemita en todos los ámbi-
tos, como la educación y la formación, el empleo, la salud y la vivienda, mediante acciones 
específicas, por ejemplo, de Formación y Sensibilización”.

Y en su dictamen añade y enfatiza un mandato a efectos de «lege ferenda»: «Los orga-
nismos nacionales de igualdad promueven, analizan, supervisan y apoyan la igualdad de 
trato. En 2022 a más tardar, la Comisión propondrá nueva legislación que refuerce su papel. 
Las Cartas de la Diversidad incitan a las organizaciones a desarrollar y aplicar políticas de 
diversidad e inclusión en el lugar de trabajo».

«La Plataforma de la UE sobre las Cartas de la Diversidad se ha creado para permitir 
el intercambio y la puesta en común de las experiencias y buenas prácticas derivadas de las 
cartas existentes. También deben afrontar sistemáticamente los retos concretos que supone 
la detección del antisemitismo en el lugar de trabajo y la lucha contra él. Los datos sobre 
igualdad correspondientes a personas judías son relativamente escasos debido a los aspectos 
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sensibles de la recogida de datos en función del origen racial o étnico, la religión o las creen-
cias, y al hecho de que los judíos europeos forman un grupo bastante reducido”.

Resulta chocante que no exista mención alguna a la firma por parte de Carmen Cal-
vo, en nombre del Gobierno, de la Declaración sobre el Antisemitismo, siendo parte de la 
Alianza Internacional para el Recuerdo del Holocausto (IHRA, en sus siglas en inglés), 
de la que España conforma junto a 36 países y a la propia Unión Europea, donde se asume 
que «El antisemitismo es una cierta percepción de los judíos, que puede expresarse como 
odio hacia los judíos. Las manifestaciones retóricas y físicas del antisemitismo están dirigi-
das a individuos judíos o no judíos y / o sus propiedades, hacia instituciones de la comuni-
dad judía e instalaciones religiosas”.

Actos de intolerancia que no se contemplan
En España se producen numerosos actos de intolerancia antisemita, no registrados, 

también de intolerancia ideológica o por origen territorial, entre otros, que afectan a una 
pluralidad indeterminada de personas, que no están referenciados en el texto de la Ley, 
aunque la clausula general antidiscriminatoria conforme al artículo 14 de la Constitución 
Española, siempre será una salvaguarda.

Pero en el caso de la profusión de discursos de odio relativos a la negación o banaliza-
ción del Holocausto, de delitos de genocidio y de lesa humanidad, queda fuera pues solo es 
posible abordarlo, penalmente cuando estos favorecen un clima de violencia, hostilidad, 
odio o discriminación, quedando muchas acciones relacionadas con la intolerancia antise-
mita sin sanción o reproche legal alguno.

Sin embargo organismos internacionales como la Comisión Europea contra el Racis-
mo y la Intolerancia del Consejo de Europa, la Oficina de Instituciones Democráticas y 
Derechos Humanos de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa y 
otros, insisten en considerarlos tambien infracciones en el ámbito civil o administrativo.

Los actos de intolerancia, por cierto indebidamente no recogidos en el artículo 6 relati-
vo a las “Definiciones”, suponen rechazo, desprecio e irrespeto por ser distinto o contrario, 
negándole dignidad y derechos (UNESCO 1995), lo que alcanza a personas y colectivos por 
su condición de “diferentes” y a numerosos incidentes de odio.

Esto afecta de manera significativa a las comunidades judías y a las entidades que les 
apoyan y defienden; sufren humillaciones, vilipendios, temor a desvelar su identidad, boi-
coteos como el caso de artistas que han visitado Israel, llamamiento a la desinversión en 
empresas que mantienen esa relación, promueven resoluciones en instituciones públicas que 
luego son declaradas ilícitas o sancionadas por los tribunales españoles y europeos.

Ni que decir tienen de la simbología neonazi, las pintadas en sinagogas, los acosos 
telefónicos, los escraches universitarios, el hostigamiento en las redes, y que muchos son 
vertidos desde esa triple perspectiva antisemita señalada, así como un sinfín de actos, hoy 
fuera del ámbito penal, desde difamaciones “ad hominen” en campañas «tuiteras», hasta 
desinformación y doble rasero interesado, demonización y deslegitimación que alientan el 
antisemitismo, junto a las nuevas teorías de la conspiración vinculadas al COVID, y que no 
son debidamente abordadas en nuestro país.

Además del reproche social frente a los comportamientos de intolerancia y discrimina-
ción, así como la defensa de la igualdad de trato, necesitamos una legislación democrática 
bien construida, que no deje espacio a la impunidad y que posibilite su aplicación sin errores.

Necesitamos el refuerzo de la Ley, junto a políticas que no se deben de hacer esperar, 
por el contario, de no ser así nunca cubriremos este importante déficit de combatir el Anti-
semitismo que aún tenemos en nuestro país, como nos mostró el bochornoso archivo de la 
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denuncia de una joven neonazi que vertió proclamas antijudías en una reciente manifesta-
ción en Madrid.

Ténganlo presente. Su crecimiento o reducción es una buena métrica de la intolerancia 
en una sociedad. Corríjanlo señorías. Corríjanlo. No desgracien ustedes esta importante 
Ley.

1.5. Antigitanismo, igualdad de trato y Código Penal

Esteban Ibarra, 30/5/2022

Tras conocer el texto de la Proposición de Ley Integral para la Igualdad de Trato y la 
No Discriminación que ahora seguirá su camino en el Senado, quienes estamos compro-
metidos en la lucha contra la intolerancia, el odio y la discriminación racial, apreciamos 
con satisfacción la incorporación del término “antigitanismo”, como motivo explícito en 
la circunstancia agravante del 22.4 del Código Penal y en otros tipos como el 314, 510 y 
siguientes.

Si bien ya existía esa motivación, inserta en el concepto “racismo” desde la reforma 
de 1995, siempre he defendido la necesidad de hacerlo claro y, sin ambigüedades, que no dé 
lugar a escapismo torticero de quienes se conducen con romafobia. Esto aportará mejores 
datos sobre incidentes antigitanos, posiblemente tendrá efectos disuasorios, reconocerá un 
problema histórico, será clarificador para el mundo jurídico y el conjunto de la sociedad y 
hará mejor justicia para con las víctimas del delito de odio.

El antigitanismo se manifiesta en declaraciones y acciones individuales, y también en 
políticas y prácticas institucionales, sea por unos u otros, cuando se estereotipa negativa-
mente, se representa distorsionada y en subalternidad, se vierten prejuicios, se estigmatiza, 
margina, excluye, discrimina, denigra culturas y estilos de vida, se ejerce violencia y discur-
so de odio contra los gitanos y personas o grupos allegados que apoyan su inclusión, contra 
la discriminación e intolerancia, estamos ante una forma particular de racismo.

El antigitanismo no comenzó con la era nazi ni se detuvo a partir de entonces, sino que 
sigue siendo un elemento central de los crímenes actuales cometidos contra los sinti y los 
romaníes. Los estereotipos, prejuicios y la animadversión e intolerancia hacia los gitanos no 
han sido deslegitimados, ni desacreditados con la suficiente fuerza, por el contrario, persis-
ten y se aplican sin oposición.

Más grave aún que la romafobia, se ofertan cosmovisiones antigitanas, al igual que 
sucede con las comunidades judías, mediante inquietantes proyecciones ideológicas como 
las que sostuvieron los seudocientíficos alemanes Binding y Loche (1920) que introdujeron 
la noción de «vidas que no merecen vivir», sugiriendo que los gitanos sean esterilizados y 
eliminados como pueblo. Esta noción, con el mismo nombre, fue incorporada a la teoría 
nazi de la raza en 1933 y a las leyes raciales de Nuremberg, que condujeron al Porrajmos 
romaní (“Devoración”o genocidio gitano) que acompaño en el Holocausto al pueblo judío 
(Shoá), donde se asesinó a millones de víctimas

IHRA: Definición de Antigitanismo
Preocupados por el incremento de la discriminación y agresiones al pueblo gitano en 

Europa, que incluyen esterilización, deportación y persecuciones, será en Berlín, en octubre 
del 2020, cuando la Alianza Internacional para el Recuerdo del Holocausto (IHRA) adop-
taría una definición de trabajo, no vinculante legalmente, de antigitanismo, como realizo 
años antes con las definiciones de trabajo de Negación y Distorsión del Holocausto (Toron-
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to, octubre 2013) y Antisemitismo (Budapest, mayo 2016 ) obtenidas tras su fundación en 
la Declaración de Estocolmo (enero 2000) que actualmente suscriben 37 países miembros, 
entre ellos España, y la Unión Europea. 

Todos mostraron su preocupación porque la falta de reconocimiento del genocidio ro-
maní esté contribuyendo al prejuicio y a la discriminación, a la romafobia y al racismo que 
sufren las personas y comunidades romaníes (‘Roma’ se usa como un término general que 
incluye diferentes grupos relacionados, Gitanos, Travellers, Sinti, Kalés, Égyptiens u otros 
diversos en cultura y estilos de vida), y en consecuencia, aunaron criterios para definir el 
antigitanismo, y buscaron una confluencia a través de los hechos, y expresaron que:

“La discriminación antigitana/antirromaní ha existido durante siglos. Fue un elemen-
to esencial en las políticas de persecución y aniquilamiento contra los gitanos perpetradas 
por la Alemania nazi, y de aquellos socios fascistas y nacionalistas extremos y otros colabo-
radores que participaron en estos crímenes.”

“La discriminación antigitana/antirromaní es un fenómeno multifacético que goza de 
una amplia presencia social y política. Es un obstáculo crítico para la inclusión de los roma-
níes en la sociedad en general, y actúa para evitar que los romaníes disfruten de igualdad de 
derechos, oportunidades y una participación socioeconómica.”

En su acuerdo manifestaron que hay numerosos ejemplos que evidencian diferentes 
conductas o manifestaciones de antigitanismo y sin ser exhaustivos, señalaron como inquie-
tantes y muy graves:

• Distorsionar, negar o justificar la persecución o el genocidio de gitanos, el Porrajmos 
romaní.

• Incitar, perpetrar y justificar la violencia contra las comunidades gitanas, sus bienes o 
contra personas gitanas individuales

• Esterilización forzada y otras formas de abuso físico o mental hacia el pueblo gitano
• Perpetuación y refuerzo de estereotipos discriminatorios relacionados con las comu-

nidades gitanas, como personas propensas a la delincuencia o Usar el término «gita-
no» como insulto

• Responsabilizar colectivamente a todos los sinti y romaníes por las acciones reales o 
percibidas de los miembros individuales de las comunidades sinti y romaní

• Culpar y hostigar al pueblo gitano por problemas sociales , políticos, culturales, eco-
nómicos y de salud pública , reales o percibidos .

• Respaldar o alentar mecanismos de exclusión…, como negarles la oportunidad de 
asistir a escuelas ordinarias o la exclusión de procedimientos o medidas instituciona-
les que conlleven su segregación.

• Regulación sin base legal o que crea condiciones para el reasentamiento arbitrario o 
discriminatorio de comunidades gitanas e individuos gitanos

• Difundir cualquier forma de discurso de odio contra las comunidades sinti y roma-
ní, por ejemplo, en los medios de comunicación y también en Internet y las redes 
sociales.

Romafobia y Antigitanismo en España
Tras la llegada a España de diferentes grupos y familias gitanas durante el siglo XV, 

como peregrinos y provistos de bulas papales, se dictó la primera pragmática antigitana de 
los Reyes Católicos, en Medina del Campo (1499) que ordenaba la expulsión de los gitanos 
en un plazo de 60 días.

Posteriores pragmáticas siguieron provocando una gran desestructuración familiar, al 
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separar y destruir las familias, siendo esto uno de los pilares fundamentales para conservar 
su identidad.

También la prohibición de usar su lengua les privaba de la principal vía de comunica-
ción y expresión, con la consiguiente pérdida de patrimonio ético-cultural, al tratarse de una 
cultura ágrafa, de transmisión oral.

Un acontecimiento casi olvidado fue la Gran Redada de 1749, conocida como «Pri-
sión general de Gitanos», operación autorizada por Fernando VI y organizada por el Mar-
qués de la Ensenada. 

Iniciada de manera sorpresiva y sincronizada en todo el territorio español, el 31 de 
agosto, con el objetivo inicial de arrestarlos y expulsarlos de los territorios peninsulares, 
medida que finalmente desestimaron, adoptándose el proyecto encaminado a disolver la 
etnia gitana separando físicamente hombres y mujeres, con encierros laborales hasta el fin 
de sus días. 

Durante los períodos liberales y en especial con la Constitución de Cádiz de 1812 los 
gitanos fueron reconocidos como ciudadanos españoles; se abandona el antiguo criterio 
basado en la exigencia de una residencia fija y basta con haber nacido en España para ser 
español.

Sin embargo, tras avances, había retrocesos; mención necesaria fue la promulgación de 
la Ley de Vagos y Maleantes en 1933, durante la República, que se aplica especialmente a 
los gitanos, así como durante la guerra civil española, en 1937, que se redactó en Burgos un 
anteproyecto de ley de expulsión de judíos y gitanos.

Durante la dictadura de Franco se vuelve a situaciones de represión con la prohibición 
de usar la lengua romaní, considerada como jerga de delincuentes; aparece la Ley de Pe-
ligrosidad Social que se aplica con especial dureza a los gitanos y en 1942, se promulga la 
ordenanza de la guardia civil, que ordena la vigilancia, control y represión de los gitanos.

Seria nuestro maestro Juan de Dios Ramírez Heredia quien, como diputado en Cortes 
por la UCD, el 8 de junio de 1978, defendía “los derechos de una minoría marginada”, 
poniendo de manifiesto que “somos personas humanas… sujetos de derechos y deberes” 
y afirmando que : la defensa de las minorías no tiene “por qué ser bandera política de nin-
gún grupo parlamentario, de ningún partido político… sino que es patrimonio de toda la 
humanidad”. 

El motivo concreto era la petición al Gobierno de derogar tres artículos del Código de 
la Guardia Civil (de 1942), desde una perspectiva constitucional “Quisiera llevar al ánimo 
de sus señorías unos puntos de meditación que, en definitiva, sean los que sienten las bases 
mínimas de un programa coherente de convivencia de la sociedad gitana, de convivencia de 
una comunidad marginada, en ese contexto de libertad democrática que estamos estrenan-
do todos los españoles”.Y así fue; un hecho que marcaría la historia democrática de la lucha 
contra el antigitanismo en España.

Conocí personalmente a Juan de Dios tras episodios muy trágicos como los ataques a 
gitanos en Mancha Real (1991).Nos movilizamos y hemos participado en campañas soli-
darias con el pueblo gitano, y juntos, compartimos con Violeta Friedman, sobreviviente del 
Holocausto, el activismo contra el racismo y la intolerancia y la incidencia político-legislati-
va para cambiar esta realidad discriminatoria y puedo certificar que de mi hermano Juan de 
Dios, como así nos tratamos, he aprendido el combate contra el antigitanismo, además de 
enriquecerme moralmente con su fraternidad.Los éxitos en este avance en los Derechos Hu-
manos le deben mucho al compromiso y perseverancia del presidente de la Unión Romaní.

La proposición de Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación conlleva 
la disposición de explicitar el antigitanismo en el Código Penal, a partir de una enmienda de 
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Ciudadanos, y positivo es.No obstante, conviene recordar la constatación muy grave de una 
omisión tóxica, de un olvido escatológico que se ha de cambiar, no hay mención alguna al 
antisemitismo, y nos enciende las alarmas.

Un peligroso aliado del antisemitismo es ignorar el problema, banalizarlo o trivializar-
lo, opacarlo, ocultarlo, situarlo en el ostracismo legal, político y social, en definitiva, no ver 
el virus antisemita. 

Y, además, ¿es contrario a la aprobación por la Comisión de la UE de la”Estrategia 
(2020-2030) para combatir el antisemitismo y apoyar la forma de vida judía?” Que nadie se 
equivoque, la lucha contra el antigitanismo, el antisemitismo y toda forma de racismo, 
van indisolublemente unidas.

Corríjanlo señorías, corríjanlo, no desgracien ustedes esta importante Ley y sus avan-
ces.

Sastipen thaj mestipen. (Salud y Libertad)

1.6. A la mesa del congreso de los diputados

El Grupo Parlamentario Popular, al amparo de lo dispuesto en el artículo 193 y siguien-
tes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Proposi-
ción no de Ley relativa al impulso de modificaciones legales que incluyan expresamen-
te como actos de intolerancia las manifestaciones de discriminación, odio, hostilidad y 
violencia antisemita y las correspondientes consecuencias jurídicas para su debate en la 
Comisión Constitucional

Madrid, 02 de noviembre de 2022

Fdo.: Dña. Concepción GAMARRA RUIZ-CLAVIJO. PORTAVOZ
Fdo.: LOS DIPUTADOS	
Dña. María Jesús MORO ALMARAZ
Dña. Edurne URIARTE BENGOECHEA
Dª Isabel BORREGO CORTÉS
D. José Antonio BERMÚDEZ DE CASTRO FERNÁNDEZ

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La lucha contra el racismo y el antisemitismo es una de las prioridades de la UE. En 
septiembre de 2020, la Comisión Europea presentó un Plan de Acción contra el racismo, 
que estableció una serie de medidas para los siguientes cinco años. Este plan de acción exige 
una mejor aplicación de la legislación de la UE, una coordinación más estrecha, una actua-
ción policial y una protección justa, una mayor sensibilización y la mejora de la recogida de 
datos. En octubre de 2021, la Comisión presentó también una Estrategia de Lucha contra el 
Antisemitismo y Apoyo a la Vida Judía, que establece un conjunto de medidas enmarcadas 
en tres pilares: prevención de toda forma de antisemitismo, protección y apoyo a la vida 
judía, y fomento de la investigación, la educación y la memoria del Holocausto. 

El Consejo de la Unión Europea adoptó el 2 de marzo de 2022 sus Conclusiones re-
lativas a la lucha contra el racismo y el antisemitismo, en las que lamenta el aumento alar-
mante de los incidentes racistas y antisemitas en los Estados miembros de la UE e invita a 
éstos a que desarrollen planes de acción y estrategias antes de finales de 2022, aplicando el 
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Plan de Acción de la UE Antirracismo de 2020 y la Estrategia de la UE de lucha contra el 
antisemitismo de 2021. 

En dichas Conclusiones, se pide a los Estados miembros que garanticen que los coor-
dinadores nacionales, los organismos públicos, los interlocutores sociales y las organiza-
ciones de la sociedad civil cooperen estrechamente en el desarrollo de medidas preventivas 
y en la evaluación de su eficacia. Además, se pide a los Estados miembros que estudien el 
desarrollo de una metodología común para cuantificar y calificar los incidentes raciales y 
antisemitas y compararlos a lo largo del tiempo y entre los Estados miembros. 

También se quiere hacer frente de forma formal y contundente a las situaciones de 
intolerancia y discriminación que, históricamente sufren las personas de confesión judía, 
sus comunidades y allegados así como al aumento alarmante de los incidentes antisemitas 
en los estados de la Unión Europea o el recrudecimiento de los delitos de odio racistas 
y antisemitas y la incitación al odio, la negación y distorsión del Holocausto y los mitos 
conspirativos, acogiendo favorablemente tanto las iniciativas, en este sentido, presentadas 
por la Comisión Europea en su Plan de Acción de la UE Antirracismo para 2020-2025 o 
la creación, por ésta, de una estructura permanente que reúne a los estados miembros, a 
representantes de las comunidades judías y a las partes interesadas pertinentes en un grupo 
de trabajo sobre cómo aplicar la estrategia, así como la organización de un foro anual de la 
sociedad civil sobre antisemitismo. 

La Unión Europea promueve una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no dis-
criminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad; por consiguiente, en la 
definición y ejecución de sus políticas y actividades, la Unión lucha contra toda discrimina-
ción cualquiera que sea su motivación, tal como se especifica en el artículo 21 de la Carta 
de los Derechos Fundamentales.

Los Estados miembros se han comprometido a garantizar los derechos y libertades 
consagrados en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea y en el Con-
venio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales a 
todas las personas bajo su jurisdicción y a garantizar que los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales sean universales, indivisibles, interdependientes y estén relacionados 
entre si. 

El Consejo de la Unión Europea, en sus Conclusiones antes mencionadas, ha lamen-
tado el aumento alarmante de los incidentes racistas y antisemitas en los Estados miembros 
de la Unión Europea, así como el recrudecimiento de los delitos de odio racistas y antise-
mitas y la incitación al odio, la negación y distorsión del Holocausto y los mitos conspi-
rativos, tanto en línea como fuera de línea, en particular en el contexto de la pandemia de 
COVID-19 así como que el racismo y el antisemitismo puedan conducir y hayan conducido 
a formas de extremismo violento y terrorismo. 

Ya la Recomendación de política general nº 9, del Consejo de Europa relativa a la 
prevención y lucha contra el antisemitismo, aprobada el 25 de junio de 2004 y revisada el 1 
de julio de 2021, recordaba la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
y hacía incidencia especial sobre el hecho de que el Tribunal sostuvo que cuestionar la exis-
tencia de crímenes contra la humanidad cometidos durante el régimen nacionalsocialista 
era una de las peores formas de difamación racial y de incitación al odio contra los judíos, 
y que no podía permitirse que la negación de dichos crímenes contra la humanidad y la 
justificación de una política pronazi gozaran de la protección brindada por el artículo 10 de 
la Convención de Derechos Humanos. 

En dicha Recomendación, el Consejo se declara plenamente convencido de que la lu-
cha contra el antisemitismo, al tiempo que requiere medidas que tengan en cuenta sus es-
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pecificidades, es un componente integrante e intrínseco de la lucha contra el racismo. Y la 
Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia del Consejo de Europa recomienda 
que los gobiernos de los Estados miembros, entre otras acciones: 

- concedan una gran prioridad a la lucha contra el antisemitismo, tomando todas las 
medidas necesarias para combatir todas sus manifestaciones, con independencia de su ori-
gen;

- aseguren que se conceda permanentemente la importancia que corresponde a las me-
didas adoptadas para luchar contra el antisemitismo entre las acciones encaminadas a com-
batir el racismo;

-aseguren que la lucha contra el antisemitismo tenga lugar en todos los niveles admi-
nistrativos (nacional, regional y local) y faciliten la participación de una amplia gama de 
agentes de diferentes sectores de la sociedad (político, jurídico, económico, social, religioso 
y educativo) en estos esfuerzos; 

- promulguen una legislación encaminada a combatir el antisemitismo, teniendo en 
cuenta las propuestas de la ECRI en su Recomendación nº 7 de política general sobre la 
legislación nacional para combatir el racismo y la discriminación racial.

En la reciente Ley 15/2022, de 12 de julio, integral para la igualdad de trato y la no 
discriminación se ha perdido una clara oportunidad, dado el objeto de la ley, para recoger 
las recomendaciones europeas contemplando expresamente el antisemitismo y las acciones 
contra el mismo, a pesar de que dicha mención aparecía en borradores del anteproyecto, 
si bien se eliminó finalmente del proyecto que se registra en el Congreso de los Diputados.

No obstante, en el Plan normativo de 2022, se contempla la voluntad del Gobierno de 
aprobar una Ley orgánica contra el racismo, la discriminación racial y formas conexas de intoleran-
cia. Teniendo en cuenta lo expuesto, entendemos que, al menos, en dicha ley deben reco-
gerse expresamente junto al racismo aquellos aspectos de la lucha contra el antisemitismo 
recomendados por la Unión Europea para que sean incluidos en las legislaciones de los 
estados miembros.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular presenta la siguiente Proposición no 
de Ley:

“El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a establecer legalmente:
1. Que se entienden actos de intolerancia aquellos incidentes, hechos o manifestaciones de odio, 

discriminación, hostilidad y violencia antisemita.
2. Que no se facilitaran ningún tipo de ayuda a las asociaciones, entes o entidades que en su pro-

ceso de admisión o en su funcionamiento discriminen por motivos antisemitas. 
3. Que no podrán obtener la condición de beneficiario o entidad colaboradora de las subvenciones 

reguladas en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre General de Subvenciones, aquellos entes o entidades 
que en su proceso de admisión o funcionamiento discriminen o llamen al boicot por motivos antisemi-
tas, ni aquellas que con su actividad promuevan, justifiquen o inciten por los mismos motivos al odio, 
hostilidad, discriminación o violencia contra personas físicas o jurídicas, o contra un grupo, una parte 
del mismo o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, o enaltezcan o jus-
tifiquen por cualquier medio los delitos de terrorismo contra aquéllos o de quienes hayan participado 
en su ejecución. 

4. Que no podrán contratar con las entidades previstas en el artículo 3 de la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre General de Subvenciones, con los efectos establecidos en su artículo 73, los entes o entidades 
antes mencionados.” 
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de Trato y la No Discriminación
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- Disposición adicional quinta Cumplimiento de las disposiciones previstas en la Ley integral 
para la igualdad de trato y la no discriminación en materia de negociación colectiva y laboral

- Disposición adicional sexta Informe amplio e integral sobre disposiciones normativas vigentes 
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS
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FELIPE VI REY DE ESPAÑA
A todos los que la presente vieren y entendieren.

Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente ley:

Preámbulo

I. Marco regulatorio
El artículo 14 de la Constitución de 1978 proclama el derecho a la igualdad y a la no 

discriminación, citando como motivos especialmente rechazables el nacimiento, la raza, el 
sexo, la religión u opinión, y prohibiendo la discriminación por cualquier otra circunstancia 
personal o social. Además, el apartado segundo del artículo 9 establece la obligación de los 
poderes públicos de promover las condiciones y remover los obstáculos para que la igualdad 
del individuo y de los grupos en los que se integra sea real y efectiva. Así, la no discrimi-
nación se constituye como un complemento del derecho a la igualdad y como garantía del 
disfrute de todos los derechos fundamentales y libertades públicas. Su vinculación inmedia-
ta con la dignidad de la persona, uno de los fundamentos, según el artículo 10 de la Cons-
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titución, del orden político y de la paz social, expresa además el carácter necesario de la 
igualdad como elemento esencial para la construcción de una sociedad cada día más justa.

Asimismo, la no discriminación se articula como un principio básico de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Uni-
das en 1948. Dentro del marco de Naciones Unidas hay que destacar también dos importan-
tes instrumentos jurídicos adoptados en 1966, el Pacto de Derechos Sociales, Económicos y 
Culturales y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo artículo 26 confi-
gura la no discriminación como un derecho de carácter autónomo y general.

De igual modo, resulta necesario citar otras Convenciones de las Naciones Unidas para 
evitar la discriminación en distintos campos, tales como la Convención Internacional para 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial de 1965, la Declaración sobre 
la Eliminación de todas las Formas de Intolerancia y Discriminación fundadas en la Reli-
gión o las Convicciones de 1981, la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 y la 
Convención Internacional sobre los derechos de las personas con discapacidad de 2007. La 
Organización Internacional del Trabajo, organismo especializado de las Naciones Unidas, 
ha elaborado importantes normas relativas al derecho a la igualdad y no discriminación, 
como el Convenio 100 sobre igualdad de remuneración de 1951 o el 111 sobre discrimina-
ción en materia de empleo y ocupación de 1958. Por otro lado, en relación con la edad, la 
Asamblea General de Naciones Unidas adoptó en 1991 los principios de Naciones Unidas 
a favor de las personas de edad, que enumera 18 derechos de las personas mayores, incluido 
un trato digno. En este mismo sentido, el Consejo de Derechos Humanos adoptó también 
en 2010 la Resolución 21/23 referente a los derechos humanos de las personas de edad, en 
la que hace un llamamiento a todos los Estados para garantizar el disfrute pleno y equitativo 
de los derechos de este grupo social, considerando para ello la adopción de medidas para 
luchar contra la discriminación por edad.

En el ámbito del Consejo de Europa la no discriminación es un valor esencial, y desde 
la entrada en vigor del Protocolo número 12 de la Convención Europea de Derechos Huma-
nos, la igualdad y la no discriminación constituyen un derecho autónomo, no dependiente 
de los otros reconocidos en la Convención.

El Informe de la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia (ECRI) sobre 
España, publicado el 27 de febrero de 2018, establece en la Recomendación núm. 22 que las 
autoridades españolas adopten a la mayor brevedad una legislación general contra la discri-
minación que esté en consonancia con las normas establecidas en los párrafos 4 a 17 de su 
Recomendación núm. 7 de política general. Igualmente, en la Recomendación núm. 27 la 
ECRI recomienda, una vez más, que las autoridades adopten medidas con carácter urgente 
para crear un organismo de promoción de la igualdad o para asegurar que el Consejo para 
la Eliminación de la Discriminación Racial o Étnica sea totalmente independiente y tenga 
las competencias y facultades indicadas en sus Recomendaciones núms. 2 y 7 de política 
general. Asimismo, el propio Consejo de Europa, en la Recomendación núm. 7 de la ECRI 
sobre Legislación Nacional para Combatir el Racismo y la Discriminación Racial, destaca 
la importancia de este tipo de leyes y estipula los criterios mínimos que debe tener una Ley 
nacional de igualdad de trato.

Por lo que se refiere al ámbito comunitario, la igualdad de trato y no discriminación 
constituye, ya desde el proyecto fundacional, uno de los principios básicos y esenciales de 
la Unión Europea que ha dado lugar a un importante acervo en esta materia. El Tratado de 
la Unión Europea establece en su artículo 2 la no discriminación como uno de los valores 
comunes de la Unión y la lucha contra la discriminación como uno de los objetivos de la 
misma. También la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, que goza 
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de la misma validez jurídica que los tratados de la UE, en su artículo 1 proclama que la 
dignidad humana es inviolable y en su artículo 21 prohíbe «toda discriminación», y en par-
ticular la ejercida por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos o sociales, características 
genéticas, lengua, religión o convicciones, opiniones políticas o de cualquier otro tipo, per-
tenencia a una minoría nacional, patrimonio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación 
sexual, así como el respeto a la diversidad cultural, religiosa y lingüística (artículo 22), la 
igualdad entre hombres y mujeres (artículo 23) y el derecho a la integración de las personas 
con discapacidad (artículo 26). Por su parte, el artículo 19 (antiguo artículo 13) del Trata-
do de Funcionamiento de la Unión Europea, habilita al Consejo para «adoptar acciones 
adecuadas para luchar contra la discriminación por motivos de sexo, de origen racial o étni-
co, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación sexual». El desarrollo de este 
principio ha dado lugar a la aprobación de diferentes directivas que forman un importante 
corpus normativo de protección frente a la discriminación: la Directiva 2000/43/CE, relati-
va a la aplicación del principio de igualdad de trato de las personas independientemente de 
su origen racial o étnico, la Directiva 2000/78/CE, relativa al establecimiento de un marco 
general para la igualdad de trato en el empleo y la ocupación, la Directiva 2006/54 relativa 
a la aplicación del principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres 
y mujeres en asuntos de empleo y ocupación, que venía a refundir el amplio corpus norma-
tivo desarrollado en el ámbito de la igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito del em-
pleo, la Directiva 2010/41/UE, sobre la aplicación del principio de igualdad de trato entre 
hombres y mujeres que ejercen una actividad autónoma, y por la que se deroga la Directiva 
86/613/CEE del Consejo y la Directiva 2004/113/CE, sobre aplicación del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro.

Asimismo, y aunque escapa al marco regulatorio de esta norma, merece la pena men-
cionar por su conexión con la misma, la Decisión marco 2008/913/JAI del Consejo, de 28 
de noviembre de 2008, relativa a la lucha contra determinadas formas y manifestaciones de 
racismo y xenofobia mediante el Derecho penal, que tiene como objetivo la aproximación 
de las disposiciones legales y reglamentarias de los países de la UE referentes a los delitos 
de carácter racista o xenófobo.

Además, desde el punto de vista de la protección de las víctimas de discriminación, la 
Directiva 2012/29/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2012, 
por la que se establecen normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las 
víctimas de delitos, y por la que se sustituye la Decisión marco 2001/220/JAI del Consejo.

Por su parte, el Parlamento Europeo también ha señalado la necesidad de intensificar 
la lucha contra todo tipo de discriminación odio e intolerancia y en su resolución sobre la 
situación de los derechos humanos en la Unión Europea exhorta a la Unión y a sus Estados 
miembros a que incluyan la discriminación múltiple en sus políticas en materia de igualdad; 
pide a la Comisión y a los Estados miembros que intensifiquen el trabajo de intercambio 
de buenas prácticas y refuercen su cooperación para combatir el racismo, la xenofobia, la 
homofobia, la transfobia y demás formas de intolerancia, incluyendo plenamente la parti-
cipación de la sociedad civil y las contribuciones de los representantes pertinentes, como la 
Agencia de los Derechos Fundamentales. Esta misma Agencia, en su Informe sobre los de-
rechos fundamentales de 2019, ha señalado diversos aspectos clave sobre los cuales los Esta-
dos miembros deben continuar intensificando sus esfuerzos con vistas a combatir cualquier 
forma de discriminación, como por ejemplo, la existencia de datos fiables sobre el fenóme-
no discriminatorio, la adopción de estrategias para combatir este fenómeno o la aprobación 
de legislaciones que afronten de manera efectiva la discriminación interseccional.

La Resolución del Parlamento Europeo de 26 de marzo de 2019, sobre los derechos 
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fundamentales de las personas de ascendencia africana en Europa (2018/2899(RSP)) pide a 
los Estados miembros y a las instituciones de la Unión que reconozcan que las personas de 
ascendencia africana son objeto de racismo, discriminación y xenofobia en particular, y de 
desigualdad en el disfrute de los derechos humanos y fundamentales en general, lo que equi-
vale a un racismo estructural, y que tienen derecho a ser protegidas de esas desigualdades 
como individuos y como grupo, por ejemplo mediante medidas positivas para la promoción 
y el disfrute pleno y equitativo de sus derechos.

En el marco de la Agenda Social Renovada, la Comunicación de la Comisión al Par-
lamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y Social Europeo y al Comité de las 
Regiones de 2 de julio de 2008, adoptó una propuesta de directiva, todavía en fase de ne-
gociación, con el objetivo de garantizar la prohibición de toda forma de discriminación, 
incluido el acoso, por motivos de edad, orientación sexual, discapacidad, estado de salud, 
religión o convicciones en ámbitos como la sanidad, las prestaciones sociales, la educación 
y el acceso a bienes y servicios, incluida la vivienda, completando así el proceso de aplica-
ción del artículo 19 del Tratado, a todos aquellos motivos de discriminación que todavía no 
gozan de la citada protección más allá del ámbito del empleo y la ocupación.

Igualmente, con base en el artículo 157.3 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea, la Comisión adoptó en 2012 una propuesta de Directiva destinada a mejorar el 
equilibrio de género entre los administradores no ejecutivos de las empresas cotizadas y por 
la que se establecen medidas afines.

Asimismo, y como consecuencia del acceso de la Unión Europea a la Convención de 
Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, la Comisión Euro-
pea ha propuesto la adopción de una Directiva de accesibilidad de los productos y servicios.

Paralelamente a la adopción de propuestas legislativas, desde la Comisión Europea se 
han ido desarrollando una serie de estrategias y documentos políticos que contemplan entre 
sus objetivos la aplicación práctica del principio de igualdad de trato y no discriminación, 
entre las que cabe destacar, el compromiso estratégico para la igualdad de género, la Estrate-
gia Europea sobre los derechos de las personas con discapacidad 2021-2030, la adopción de 
un marco europeo de estrategias nacionales de inclusión de los gitanos hasta 2020 o la lista 
de acciones de la Comisión Europea para avanzar en la igualdad de las personas LGBTI.

II. Justificación de la ley
La ley que se presenta tiene la vocación de convertirse en el mínimo común normativo 

que contenga las definiciones fundamentales del derecho antidiscriminatorio español y, al 
mismo tiempo, albergue sus garantías básicas, conscientes de que, en su estado actual, la 
dificultad de la lucha contra la discriminación no se halla tanto en el reconocimiento del 
problema como en la protección real y efectiva de las víctimas. En definitiva, no es una Ley 
más de derechos sociales sino, sobre todo, de derecho antidiscriminatorio específico, que 
viene a dar cobertura a las discriminaciones que existen y a las que están por venir, ya que 
los desafíos de la igualdad cambian con la sociedad y, en consecuencia, también deberán 
hacerlo en el futuro las respuestas debidas.

En efecto, la evolución de nuestra sociedad exige una respuesta más amplia y eficaz 
para abordar los retos que tiene por delante en materia de inclusión, ciudadanía y disfrute 
de derechos humanos y libertades fundamentales, sin discriminación. En España hemos 
vivido con éxito un proceso de apertura y respeto de la diversidad y pluralidad, que ha con-
llevado un reconocimiento legal de derechos de la ciudadanía y es necesario, consiguiente-
mente, disponer de una herramienta que permita de manera efectiva que puedan disfrutar 
de estos todas las personas, con independencia de cualquier circunstancia personal o social. 
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Asimismo, este proceso de apertura, de la mano del desarrollo económico y social, ha dado 
lugar a una diversificación mayor de la ciudadanía, cuya convivencia y cohesión tiene que 
garantizarse a través del reconocimiento de la dignidad de la persona, los derechos funda-
mentales y el libre desarrollo de la personalidad, que, tal y como reconoce el artículo 10 de 
la Constitución, son fundamentos del orden público y la paz social.

Por todo ello, resulta oportuno consolidar legislativamente la igualdad y establecer nue-
vas garantías para su disfrute, siguiendo la pauta normativa de la Ley Orgánica 3/2007, de 
22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, culminando así un proceso 
de iniciativas legislativas a favor de la igualdad de trato y la no discriminación que se han 
venido desarrollando y que han situado a España en la vanguardia de los países más avan-
zados en políticas de igualdad. En este sentido, con esta ley se pretende dar respuesta a una 
necesidad normativa concreta: crear un instrumento eficaz contra toda discriminación que 
pueda sufrir cualquier persona y que aborde todos los ámbitos desde los que esta se pueda 
producir, acogiendo la concepción más moderna de los derechos humanos.

Entre los propósitos de esta ley está el de trasponer de manera más adecuada los obje-
tivos y fines de las Directivas 2000/43/CE y 2000/78/CE, lo que solo se hizo parcialmente 
en la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del orden 
social, sin un adecuado debate público en un ámbito que requiere sensibilización y visibi-
lización pública, una repercusión social y política de sus deliberaciones y una tramitación 
parlamentaria significativa. Asimismo, esta trasposición fue objeto de un análisis crítico por 
parte de la Comisión Europea, las organizaciones sociales, y especialmente las de derechos 
humanos, proceso que generó una serie de propuestas de mejora. La trasposición se ha de-
mostrado además insuficiente e ineficiente a la hora de acometer los problemas relativos a 
la igualdad y la no discriminación en la sociedad española, sobre todo en el actual contexto 
de crisis sanitaria, social y económica.

La ley, por tanto, no se limita a trasponer las directivas, sino que es más ambiciosa por 
cuanto pretende colocar la garantía de la igualdad y la no discriminación en el lugar que 
le corresponde, para situar a España entre los Estados de nuestro entorno que cuentan con 
las instituciones, instrumentos y técnicas jurídicas de igualdad de trato y no discriminación 
más eficaces y avanzados.

III. Principios, objetivos, medios y estructura
Son principios inspiradores de esta ley el establecimiento de un marco legal adecuado 

para la prevención, atención y eliminación de todas las formas de discriminación, el impul-
so de la aplicación transversal de la igualdad de trato en la formulación, ejecución y evalua-
ción de las políticas públicas, la coordinación entre las diferentes administraciones públicas 
y la colaboración entre las mismas, los agentes sociales y la sociedad civil organizada, todo 
ello para favorecer la corresponsabilidad social ante la discriminación.

El diálogo civil es uno de los principios inspiradores de esta norma, como un instru-
mento para una nueva gobernanza perfeccionada, donde la toma de decisiones se comparte 
y se hace corresponsable. Todas las políticas públicas sociales, de igualdad o de inclusión, 
han de estar presididas y permeadas por este principio.

Asimismo, la presente ley, con el fin de garantizar la tutela del derecho a la igualdad de 
trato y no discriminación, establece una serie de procedimientos cuya efectividad permiten 
la tutela y reparación en toda su integridad de este derecho, mediante el establecimiento de 
un régimen de infracciones y sanciones proporcionado y razonable, que permite una com-
pensación real a las víctimas de discriminación.

La ley persigue un doble objetivo: prevenir y erradicar cualquier forma de discrimina-
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ción y proteger a las víctimas, intentando combinar el enfoque preventivo con el enfoque 
reparador, el cual tiene también un sentido formativo y de prevención general. Para ello, el 
texto articulado se caracteriza por tres notas: es una ley de garantías, una ley general y una 
ley integral.

Es una ley de garantías que no pretende tanto reconocer nuevos derechos como garan-
tizar los que ya existen. En este sentido, desarrolla el artículo 14 de la Constitución incor-
porando la amplia jurisprudencia constitucional al respecto. Tal y como han acreditado los 
informes de diversos organismos competentes, el gran problema en esta materia en España 
no es la regulación de la igualdad y no discriminación, sino la garantía del cumplimiento de 
las normas que la regulan.

En segundo lugar, se trata de una ley general, frente a las leyes sectoriales, que opera a 
modo de legislación general de protección ante cualquier discriminación. España ha hecho 
grandes avances en esta materia durante los últimos años, especialmente en género a través 
de la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral contra 
la Violencia de Género, y la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva 
de mujeres y hombres. Asimismo, cabe destacar la firma del Pacto de Estado contra la Vio-
lencia de Género en diciembre de 2017.

Esta ley está inspirada en la accesibilidad universal, entendida, asumida y aplicada en 
todas sus vertientes: física, cognitiva, actitudinal y de comunicación, dado que esta ley tiene 
sentido si los derechos que recoge pueden ser disfrutados por todas las personas sin excep-
ción, en todos los ámbitos que le son de aplicación.

También en relación con la discapacidad, se ha promulgado un cuerpo amplio de me-
didas legislativas, administrativas y de otra índole dirigidas a asegurar el pleno ejercicio de 
todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapaci-
dad sin discriminación alguna en atención a esta causa, destacando especialmente el Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, la 
Ley 27/2007, de 23 de octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se 
regulan los medios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapaci-
dad auditiva y sordociegas, y la Ley 26/2011, de 1 de agosto, de adaptación normativa a la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, ratificada 
por España, junto con su Protocolo Facultativo, en noviembre de 2007 y en vigor en el Es-
tado español desde el 3 de mayo de 2008.

Igualmente, la Ley 13/2005, de 1 de julio, que modifica el Código Civil en materia de 
derecho a contraer matrimonio, y la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectifi-
cación registral de la mención relativa al sexo de las personas, supusieron grandes avances 
normativos en la consecución de la igualdad legal y la eliminación de ciertas parcelas de 
discriminación por razón de la orientación o identidad sexual. Pero existen déficits y des-
equilibrios, ya que no se protege de la misma manera ni en todos los casos, según el tipo de 
discriminación. Lo que hace la ley es extender la protección frente a la discriminación por 
cualquier motivo y en todos los ámbitos previstos en la ley.

Por último, la ley se caracteriza por ser integral respecto de los motivos de discrimina-
ción, tal y como se refleja en su Título Preliminar, que establece los ámbitos objetivo y subje-
tivo de aplicación. Por lo que respecta al ámbito subjetivo, toma como referencia el artículo 
14 de la Constitución y, junto a los seis motivos de discriminación recogidos en la normativa 
comunitaria (sexo, origen racial o étnico, discapacidad, edad, religión o creencias y orien-
tación sexual), incorpora expresamente los de enfermedad o condición de salud, estado 
serológico y/o predisposición genética a sufrir patologías y trastornos, identidad sexual, 
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expresión de género, lengua y situación socioeconómica, por su especial relevancia social 
y mantiene la cláusula abierta que cierra el mencionado artículo. Este carácter integral se 
manifiesta también en los ámbitos de la vida política, económica, cultural y social a los que 
se aplica la ley; a saber, el empleo, el trabajo, la educación, la sanidad, servicios sociales, el 
acceso a bienes y servicios, incluida la vivienda, la participación social o política y la publi-
cidad y medios de comunicación, estableciendo un conjunto de obligaciones que vinculan 
incondicionadamente a todas las administraciones públicas y en la forma que la propia Ley 
establece en el caso de las relaciones entre particulares. Por otro lado, parte del supuesto de 
que no cualquier trato diferenciado constituye un acto de discriminación, y es de destacar 
que aborda expresamente la cuestión de los límites del trato igual, de manera que en este no 
se puedan amparar conductas que en realidad atenten contra la igualdad de trato sea directa 
o indirectamente. Resulta relevante tener en cuenta que los actos discriminatorios se come-
ten en un contexto de discriminación estructural que explica las desigualdades históricas 
como resultado de una situación de exclusión social y sometimiento sistemático a través de 
prácticas sociales, creencias, prejuicios y estereotipos.

De esta manera se pretende hacer frente de manera omnicomprensiva a todas las for-
mas de discriminación, atendiendo de manera particular a formas históricas de discrimina-
ción como el antigitanismo objeto de preocupación en los últimos años de distintos organis-
mos internacionales como por ejemplo el Consejo de Europa que, a través de la Comisión 
Europea contra el Racismo y la Intolerancia, en su Recomendación núm. 13 ha señalado 
una serie de medidas para combatir esta forma de discriminación, o la Resolución del Parla-
mento Europeo, de 25 de octubre de 2017, para prevenir y combatir la discriminación contra 
las personas gitanas y el antigitanismo [2017/2038 (INI)] y la Recomendación núm. 27 de 
la ONU sobre la discriminación de las personas romaníes, que para combatir eficazmente 
este tipo de discriminación, señalan la necesidad de defender a sus víctimas, tener datos 
concretos y fiables, conocer su alcance y dimensión, y sensibilizar a la sociedad y a las au-
toridades con datos oficiales e información sobre el mismo.

Esta ley contiene instrumentos para abordar las graves consecuencias que se dan cuan-
do interaccionan en una misma persona dos o más motivos de discriminación, especialmen-
te en las mujeres. Asimismo, esta ley trata de otorgar instrumentos efectivos para luchar 
contra formas de discriminación, como la discriminación por edad que, potencialmente, 
podrían afectar en los próximos años a un gran porcentaje de población, como consecuen-
cia del paulatino envejecimiento de nuestra sociedad.

La ley se estructura en un Título Preliminar, que incluye su objeto y ámbito subjetivo 
y objetivo de aplicación, y cinco Títulos. El Título I de la ley contiene, en el Capítulo I, una 
parte básica de definiciones acordes con los avances doctrinales y jurisprudenciales en la 
materia. Es preciso destacar en este Título la definición y regulación de la discriminación 
múltiple e interseccional y de las medidas de acción positiva adecuadas a este tipo específico 
de discriminación por su trascendencia para el desarrollo de las políticas de igualdad dirigi-
das a las mujeres, especialmente vulnerables a este tipo de discriminación cuando al motivo 
de discriminación por razón de sexo se le añade cualquier otro motivo previsto en la ley. Por 
otra parte, en el Capítulo II se regula el derecho a la igualdad de trato y no discriminación 
en determinados ámbitos de la vida política, cultural y social: empleo y trabajo, educación, 
atención sanitaria, servicios sociales, en el acceso a la oferta al público de bienes y servicios, 
seguridad ciudadana, vivienda y en establecimientos o espacios abiertos al público. En rela-
ción con los medios de comunicación y la publicidad, se prevé su sometimiento a dicha pro-
hibición, así como la promoción de acuerdos de autorregulación en la materia. Por último, 
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se aborda la igualdad de trato y no discriminación en el ámbito de la inteligencia artificial y 
mecanismos de toma de decisión automatizados.

El Título II fija en su Capítulo I las garantías del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación definiendo qué medidas de protección comprende, ofreciendo como preten-
siones posibles de la acción, la declaración de nulidad, cese, reparación, prevención, indem-
nización de daños materiales y morales, en este último caso, en línea con la jurisprudencia 
más reciente del Tribunal Supremo y Constitucional, así como disposiciones relativas a la 
tutela judicial y actuación administrativa contra la discriminación, reconociendo en ambos 
ámbitos respectivamente, una legitimación colectiva a una serie de entidades y organizacio-
nes que tengan entre sus fines la defensa y protección de los derechos humanos. También 
se regulan las reglas de la carga de la prueba, de especial importancia en este campo, por la 
dificultad de su obtención. Por otro lado, prevé el fomento de la formación especializada en 
esta materia de los miembros del Ministerio Fiscal. En su Capítulo II, recoge el mandato a 
los poderes públicos de promoción del derecho a la igualdad de trato y no discriminación. 
Este mandato tiene en cuenta la importancia de la dimensión transversal de la igualdad de 
trato y no discriminación, por lo que establece la necesidad de elaborar una Estrategia Esta-
tal para la Igualdad de Trato y no Discriminación, como instrumento principal que permi-
tirá planificar toda la actividad del Estado en la materia. Asimismo, se incluye el principio 
de colaboración entre todas las administraciones públicas. Además, en cumplimiento de las 
observaciones de diversos organismos internacionales, se establece el deber de los poderes 
públicos de recoger y sistematizar datos con vistas al diagnóstico de la realidad y al diseño 
de las políticas más adecuadas en materia de igualdad de trato y no discriminación.

En el ámbito de los medios de comunicación e internet, se han adoptado diversas me-
didas a tener en cuenta tales como el Código de Conducta firmado por diversas compañías 
con la Comisión Europea para la lucha contra la incitación ilegal al odio en internet, la 
Recomendación núm. 15 de la Comisión Europea contra el Racismo y la Intolerancia del 
Consejo de Europa (ECRI) relativa a la lucha contra el discurso de odio o la Recomenda-
ción (UE) 2018/334 de la Comisión Europea sobre medidas para combatir eficazmente los 
contenidos ilícitos en línea.

El Título III de la ley regula una de sus principales novedades, la relativa a la tutela 
institucional, y más concretamente, la creación de la Autoridad Independiente para la Igual-
dad de Trato y la No Discriminación, un organismo independiente, unipersonal, basado 
fundamentalmente en la auctoritas de su titular, que ofrezca protección frente a la discrimi-
nación y promueva el cumplimiento del derecho antidiscriminatorio.

El Título IV de la ley recoge el régimen de infracciones y sanciones en materia de 
igualdad de trato y no discriminación, una exigencia de la trasposición de las directivas 
antidiscriminatorias que actualmente solo existe en determinados ámbitos como el laboral 
y en relación con la discapacidad, y cuya existencia fortalecerá las funciones de mediación 
o conciliación de la Autoridad Independiente.

El Título V de la ley incluye los preceptos dedicados a la información, atención integral 
y apoyo a las víctimas de discriminación e intolerancia, incluyendo el asesoramiento y la 
asistencia, en especial la sanitaria, y las medidas sociales tendentes a facilitar su recupera-
ción integral y atendiendo específicamente los casos en los que se hayan empleado las redes 
sociales o las nuevas tecnologías para realizar las agresiones.

Por último, la norma se cierra con una serie de disposiciones adicionales que recogen, 
entre otras, los plazos para la constitución de la Autoridad Independiente para la Igualdad 
de Trato y la No Discriminación y para la restructuración administrativa derivada de la 
constitución de la misma, así como la asistencia jurídica a la Autoridad y su designación. Se 
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incluyen además varias disposiciones finales que recogen las modificaciones legales necesa-
rias para trasladar las previsiones de la ley al ordenamiento jurídico vigente y para adecuar 
la normativa nacional a la jurisprudencia comunitaria sobre materias relacionadas con la 
igualdad de trato, así como el título competencial de la ley. Cabe destacar la preocupación 
por el riesgo de que las redes informáticas y la información electrónica sean utilizadas para 
la comisión de los delitos discriminatorios, por lo que se facilita la adopción judicial de 
medidas cautelares que permitan el cese inmediato y definitivo de la difusión de comporta-
mientos discriminatorios, contrarios a la igualdad y a la dignidad de las personas.

Título preliminar

Artículo 1. Objeto de la ley

1. La presente ley tiene por objeto garantizar y promover el derecho a la igualdad de 
trato y no discriminación, respetar la igual dignidad de las personas en desarrollo de los 
artículos 9.2, 10 y 14 de la Constitución.

2. A estos efectos, la ley regula derechos y obligaciones de las personas, físicas o jurí-
dicas, públicas o privadas, establece principios de actuación de los poderes públicos y prevé 
medidas destinadas a prevenir, eliminar, y corregir toda forma de discriminación, directa o 
indirecta, en los sectores público y privado.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación

1. Se reconoce el derecho de toda persona a la igualdad de trato y no discriminación 
con independencia de su nacionalidad, de si son menores o mayores de edad o de si disfru-
tan o no de residencia legal. Nadie podrá ser discriminado por razón de nacimiento, origen 
racial o étnico, sexo, religión, convicción u opinión, edad, discapacidad, orientación o iden-
tidad sexual, expresión de género, enfermedad o condición de salud, estado serológico y/o 
predisposición genética a sufrir patologías y trastornos, lengua, situación socioeconómica, 
o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

2. No obstante lo previsto en el apartado anterior, y de acuerdo con lo establecido en 
el apartado 2 del artículo 4 de esta ley, podrán establecerse diferencias de trato cuando los 
criterios para tal diferenciación sean razonables y objetivos y lo que se persiga es lograr un 
propósito legítimo o así venga autorizado por norma con rango de ley, o cuando resulten de 
disposiciones normativas o decisiones generales de las administraciones públicas destinadas 
a proteger a las personas, o a grupos de población necesitados de acciones específicas para 
mejorar sus condiciones de vida o favorecer su incorporación al trabajo o a distintos bienes 
y servicios esenciales y garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades en condiciones 
de igualdad.

3. La enfermedad no podrá amparar diferencias de trato distintas de las que deriven 
del propio proceso de tratamiento de la misma, de las limitaciones objetivas que imponga 
para el ejercicio de determinadas actividades o de las exigidas por razones de salud pública.

4. Las obligaciones establecidas en la presente ley serán de aplicación al sector públi-
co. También lo serán a las personas físicas o jurídicas de carácter privado que residan, se 
encuentren o actúen en territorio español, cualquiera que fuese su nacionalidad, domicilio 
o residencia, en los términos y con el alcance que se contemplan en la presente ley y en el 
resto del ordenamiento jurídico.
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A los efectos de esta ley se entenderá comprendido en el sector público:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las comunidades autónomas.
c) Las entidades que integran la Administración Local.
d) La Administración de Justicia.
e) El sector público institucional, en los términos establecidos en el artículo 2.2 

de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 
las Administraciones Públicas.

f) Las asociaciones y fundaciones constituidas por las Administraciones, entes, 
organismos y entidades que integran el sector público.

Artículo 3. Ámbito objetivo de aplicación

1. Esta ley se aplicará en los siguientes ámbitos:

a) Empleo, por cuenta ajena y por cuenta propia, que comprende el acceso, las 
condiciones de trabajo, incluidas las retributivas y las de despido, la promoción 
profesional y la formación para el empleo.

b) Acceso, promoción, condiciones de trabajo y formación en el empleo público.
c) Afiliación y participación en organizaciones políticas, sindicales, empresaria-

les, profesionales y de interés social o económico.
d) Educación.
e) Sanidad.
f) Transporte.
g) Cultura.
h) Seguridad ciudadana.
i) Administración de Justicia.
j) La protección social, las prestaciones y los servicios sociales.
k) Acceso, oferta y suministro de bienes y servicios a disposición del público, 

incluida la vivienda, que se ofrezcan fuera del ámbito de la vida privada y familiar.
l) Acceso y permanencia en establecimientos o espacios abiertos al público, así 

como el uso de la vía pública y estancia en la misma.
m) Publicidad, medios de comunicación y servicios de la sociedad de la infor-

mación.
n) Internet, redes sociales y aplicaciones móviles.
ñ) Actividades deportivas, de acuerdo con la Ley 19/2007, de 11 de julio, contra 

la violencia, el racismo, la xenofobia y la intolerancia en el deporte.
o) Inteligencia Artificial y gestión masiva de datos, así como otras esferas de 

análoga significación.

2. Lo dispuesto en la presente ley se entiende sin perjuicio de los regímenes específicos 
más favorables establecidos en la normativa estatal o autonómica por razón de las distintas 
causas de discriminación previstas en el apartado 1 del artículo 2.
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TÍTULO I 
Derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación

CAPÍTULO I 
Disposiciones generales

Artículo 4. El derecho a la igualdad de trato y no discriminación
1. El derecho protegido por la presente ley implica la ausencia de toda discriminación 

por razón de las causas previstas en el apartado 1 del artículo 2.
En consecuencia, queda prohibida toda disposición, conducta, acto, criterio o práctica 

que atente contra el derecho a la igualdad. Se consideran vulneraciones de este derecho 
la discriminación, directa o indirecta, por asociación y por error, la discriminación múl-
tiple o interseccional, la denegación de ajustes razonables, el acoso, la inducción, orden 
o instrucción de discriminar o de cometer una acción de intolerancia, las represalias o el 
incumplimiento de las medidas de acción positiva derivadas de obligaciones normativas o 
convencionales, la inacción, dejación de funciones, o incumplimiento de deberes.

2. No se considera discriminación la diferencia de trato basada en alguna de las causas 
previstas en el apartado 1 del artículo 2 de esta ley derivada de una disposición, conducta, 
acto, criterio o práctica que pueda justificarse objetivamente por una finalidad legítima y 
como medio adecuado, necesario y proporcionado para alcanzarla.

3. El derecho a la igualdad de trato y la no discriminación es un principio informador 
del ordenamiento jurídico y, como tal, se integrará y observará con carácter transversal en 
la interpretación y aplicación de las normas jurídicas.

4. En las políticas contra la discriminación se tendrá en cuenta la perspectiva de género 
y se prestará especial atención a su impacto en las mujeres y las niñas como obstáculo al 
acceso a derechos como la educación, el empleo, la salud, el acceso a la justicia y el derecho 
a una vida libre de violencias, entre otros.

Artículo 5. Derechos a la información y al asesoramiento de las personas víctimas de 
discriminación

1. Todas las personas víctimas de discriminación, con independencia de su origen, 
religión, edad, o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, independiente-
mente de su situación administrativa en el Estado español, tienen garantizados los derechos 
reconocidos en esta ley.

2. Las personas víctimas de discriminación tienen derecho a recibir información com-
pleta y comprensible, así como asesoramiento relativo a su situación personal adaptado a 
su contexto, necesidades y capacidades, a través de los servicios, organismos u oficinas que 
puedan disponer las administraciones públicas.

3. Se garantizará, a través de los medios necesarios, que todas las personas víctimas de 
discriminación, especialmente aquellas con discapacidad, tengan acceso integral a la infor-
mación sobre sus derechos y sobre los recursos existentes. Esta información deberá ofrecer-
se en formato accesible y comprensible a las personas con discapacidad, tales como lectura 
fácil, Braille, lengua de signos, tanto la española como la catalana, y otras modalidades u 
opciones de comunicación, incluidos los sistemas alternativos y aumentativos.
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4. Las personas víctimas de discriminación tienen derecho a recibir asesoramiento jurí-
dico gratuito en el momento inmediatamente previo a la interposición de la denuncia.

5. Los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a recibir toda la información nece-
saria en un lenguaje claro y comprensible, en un idioma que puedan entender y mediante 
formatos accesibles en términos sensoriales y cognitivos y adaptados a las circunstancias 
personales de sus destinatarios, garantizándose su acceso universal. Cuando se trate de te-
rritorios con lenguas cooficiales el niño, niña o adolescente podrá recibir dicha información 
en la lengua cooficial que elija. Además, se debe garantizar la prevención y prohibición de 
cualquier revictimización.

Artículo 6. Definiciones

1. Discriminación directa e indirecta.

a) La discriminación directa es la situación en que se encuentra una persona o 
grupo en que se integra que sea, haya sido o pudiera ser tratada de manera menos 
favorable que otras en situación análoga o comparable por razón de las causas pre-
vistas en el apartado 1 del artículo 2.

Se considerará discriminación directa la denegación de ajustes razonables a las 
personas con discapacidad. A tal efecto, se entiende por ajustes razonables las mo-
dificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico, social y 
actitudinal que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se 
requieran en un caso particular de manera eficaz y práctica, para facilitar la acce-
sibilidad y la participación y garantizar a las personas con discapacidad el goce o 
ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos.

b) La discriminación indirecta se produce cuando una disposición, criterio o 
práctica aparentemente neutros ocasiona o puede ocasionar a una o varias perso-
nas una desventaja particular con respecto a otras por razón de las causas previstas 
en el apartado 1 del artículo 2.

2. Discriminación por asociación y discriminación por error.

a) Existe discriminación por asociación cuando una persona o grupo en que se 
integra, debido a su relación con otra sobre la que concurra alguna de las causas 
previstas en el apartado primero del artículo 2 de esta ley, es objeto de un trato 
discriminatorio.

b) La discriminación por error es aquella que se funda en una apreciación inco-
rrecta acerca de las características de la persona o personas discriminadas.

3. Discriminación múltiple e interseccional.

a) Se produce discriminación múltiple cuando una persona es discriminada de 
manera

simultánea o consecutiva por dos o más causas de las previstas en esta ley.
b) Se produce discriminación interseccional cuando concurren o interactúan di-

versas causas de las previstas en esta ley, generando una forma específica de discri-
minación.

c) En supuestos de discriminación múltiple e interseccional la motivación de la 
diferencia de trato, en los términos del apartado segundo del artículo 4, debe darse 
en relación con cada uno de los motivos de discriminación.

d) Igualmente, en supuestos de discriminación múltiple e interseccional las me-
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didas de acción positiva contempladas en el apartado 7 de este artículo deberán 
atender a la concurrencia de las diferentes causas de discriminación.

4. Acoso discriminatorio.
Constituye acoso, a los efectos de esta ley, cualquier conducta realizada por razón de 

alguna de las causas de discriminación previstas en la misma, con el objetivo o la conse-
cuencia de atentar contra la dignidad de una persona o grupo en que se integra y de crear un 
entorno intimidatorio, hostil, degradante, humillante u ofensivo.

5. Inducción, orden o instrucción de discriminar.
Es discriminatoria toda inducción, orden o instrucción de discriminar por cualquiera 

de las causas establecidas en esta ley.
La inducción ha de ser concreta, directa y eficaz para hacer surgir en otra persona una 

actuación discriminatoria.
6. Represalias.
A los efectos de esta ley se entiende por represalia cualquier trato adverso o consecuen-

cia negativa que pueda sufrir una persona o grupo en que se integra por intervenir, participar 
o colaborar en un procedimiento administrativo o proceso judicial destinado a impedir o 
hacer cesar una situación discriminatoria, o por haber presentado una queja, reclamación, 
denuncia, demanda o recurso de cualquier tipo con el mismo objeto.

Quedan excluidos de lo dispuesto en el párrafo anterior los supuestos que pudieran ser 
constitutivos de ilícito penal.

7. Medidas de acción positiva.
Se consideran acciones positivas las diferencias de trato orientadas a prevenir, eliminar 

y, en su caso, compensar cualquier forma de discriminación o desventaja en su dimensión 
colectiva o social. Tales medidas serán aplicables en tanto subsistan las situaciones de dis-
criminación o las desventajas que las justifican y habrán de ser razonables y proporcionadas 
en relación con los medios para su desarrollo y los objetivos que persigan.

8. Segregación escolar.
Se entiende por segregación toda práctica, acción u omisión que tiene el efecto de sepa-

rar al alumnado por motivos socioeconómicos o sobre la base de cualquiera de los motivos 
enumerados en el artículo 2.1 de la presente ley sin una justificación objetiva y razonable.

Artículo 7. Interpretación

La interpretación del contenido de esta ley, así como la actuación de los poderes pú-
blicos, se ajustará con los instrumentos internacionales aplicables de los que el Estado sea 
parte en materia de derechos humanos, así como con la jurisprudencia emitida por los 
órganos jurisdiccionales internacionales y demás legislación aplicable, y tendrá en cuenta 
las recomendaciones y resoluciones adoptadas por los organismos internacionales multila-
terales y regionales.

Para los efectos del apartado anterior, cuando se presenten diferentes interpretaciones, 
se deberá preferir aquella que proteja con mayor eficacia a las personas o a los grupos que 
sean afectados por conductas discriminatorias o intolerantes. La presente ley consagra los 
niveles mínimos de protección y no perjudica las disposiciones más favorables establecidas 
en otras normas, debiendo prevalecer el régimen jurídico que mejor garantice la no discri-
minación.

Artículo 8. Inducción, orden o instrucción de discriminar o de cometer una acción de 
intolerancia
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Es discriminatoria toda inducción, orden o instrucción de discriminar o de cometer 
una acción de intolerancia por cualquiera de las causas establecidas en esta ley.

CAPÍTULO II 
El derecho a la igualdad de trato y no discriminación 
en determinados ámbitos de la vida política, económica, 
cultural y social

Artículo 9. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en el empleo por cuenta 
ajena

1. No podrán establecerse limitaciones, segregaciones o exclusiones por razón de las 
causas previstas en esta ley para el acceso al empleo por cuenta ajena, público o privado, 
incluidos los criterios de selección, en la formación para el empleo, en la promoción pro-
fesional, en la retribución, en la jornada y demás condiciones de trabajo, así como en la 
suspensión, el despido u otras causas de extinción del contrato de trabajo.

2. Se entenderán discriminatorios los criterios y sistemas de acceso al empleo, público 
o privado, o en las condiciones de trabajo que produzcan situaciones de discriminación 
indirecta por razón de las causas previstas en esta ley.

3. Los servicios públicos de empleo, sus entidades colaboradoras y las agencias de co-
locación o entidades autorizadas deberán velar específicamente por el respeto del derecho a 
la igualdad de trato y no discriminación indirecta por razón de las causas previstas en esta 
ley, favoreciendo la aplicación de medidas para la consecución de tal fin como el currículo 
de vida anónimo.

4. La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, en los términos previstos en la norma-
tiva aplicable, deberá velar particularmente por el respeto del derecho a la igualdad de trato 
y no discriminación en el acceso al empleo y en las condiciones de trabajo.

Para ello, en el ejercicio de su función de vigilancia y exigencia del cumplimiento de 
las normas de orden social, la Inspección de Trabajo y Seguridad Social incluirá en su plan 
anual integrado de actuación con carácter de objetivo de alcance general, el desarrollo de 
planes específicos sobre igualdad de trato y no discriminación en el acceso al empleo y en 
las condiciones de trabajo.

Asimismo, en los centros de trabajo y establecimientos militares esta labor se llevará a 
cabo por los organismos competentes del Ministerio de Defensa. En el ámbito del empleo 
público, la misma se llevará a cabo por la inspección general de servicios y los órganos equi-
valentes de las comunidades autónomas.

5. El empleador no podrá preguntar sobre las condiciones de salud del aspirante al 
puesto.

6. Por vía reglamentaria, se podrá exigir a los empleadores cuyas empresas tengan 
más de 250 trabajadores, que publiquen la información salarial necesaria para analizar los 
factores de las diferencias salariales, teniendo en cuenta las condiciones o circunstancias del 
artículo 2.1.

Artículo 10. Negociación colectiva

1. Sin perjuicio de la libertad de las partes para determinar el contenido de los conve-
nios colectivos, la negociación colectiva no podrá establecer limitaciones, segregaciones o 
exclusiones para el acceso al empleo, incluidos los criterios de selección, en la formación 
para el empleo, en la promoción profesional, en la retribución, en la jornada y demás con-
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diciones de trabajo, así como en la suspensión, el despido u otras causas de extinción del 
contrato de trabajo, por las causas previstas en esta ley.

Los poderes públicos fomentarán el diálogo con los interlocutores sociales, a fin de 
promover la existencia de códigos de conducta y buenas prácticas.

2. De acuerdo con lo dispuesto en esta ley y en la legislación laboral, mediante la nego-
ciación colectiva se podrán establecer medidas de acción positiva para prevenir, eliminar y 
corregir toda forma de discriminación en el ámbito del empleo y las condiciones de trabajo 
por las causas previstas en esta ley. Como parte de las medidas que, en su caso, pudieran 
acordarse en el marco de la negociación colectiva, podrán establecerse conjuntamente por 
las empresas y la representación legal de los trabajadores, objetivos y mecanismos de infor-
mación y evaluación periódica.

3. La representación legal de los trabajadores y la propia empresa velarán por el cum-
plimiento del derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la empresa por las 
causas previstas en esta ley y, en particular, en materia de medidas de acción positiva y de 
la consecución de sus objetivos.

Artículo 11. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en el trabajo por cuenta 
propia

1. No podrán establecerse limitaciones, segregaciones o exclusiones por las causas pre-
vistas en esta ley en el acceso al ejercicio y en el desarrollo de una actividad por cuenta 
propia.

2. Lo dispuesto en el apartado anterior será igualmente de aplicación a los pactos esta-
blecidos individualmente entre el trabajador autónomo y el cliente para el que desarrolle su 
actividad profesional, así como a los acuerdos de interés profesional concertados entre las 
asociaciones o sindicatos que representen a los trabajadores autónomos económicamente 
dependientes y las empresas para las que ejecuten su actividad.

3. Los acuerdos de interés profesional a que se refiere el apartado anterior podrán 
establecer medidas de acción positiva para prevenir, eliminar y corregir toda forma de dis-
criminación por las causas previstas en esta ley en el ámbito del trabajo por cuenta propia.

Artículo 12. Derecho a la igualdad de trato, a la no discriminación e intolerancia en 
organizaciones políticas, sindicales, empresariales, profesionales y de interés social 
o económico

1. Las organizaciones políticas, sindicales y empresariales, las asociaciones profesiona-
les de trabajadores autónomos, los colegios profesionales y cualquier otra organización de 
interés social o económico cuyos miembros ejerzan una profesión concreta o que se consti-
tuya para la defensa de los intereses de un colectivo profesional, estarán obligadas a respetar 
el derecho a la igualdad de trato y no discriminación por las causas descritas en el apartado 
1 del artículo 2 de esta ley en la adhesión, inscripción o afiliación, su estructura orgánica y 
funcionamiento, la participación y el disfrute de cualquiera de las ventajas que ofrezcan a 
sus miembros, de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 4 de esta ley.

2. Los poderes públicos desarrollarán políticas activas de apoyo a colectivos y organi-
zaciones legalmente constituidas que realicen actividades de sensibilización, asesoramiento 
y formación en defensa de la dignidad de la persona y la igualdad de trato frente a la discri-
minación, intolerancia e incidente de odio, así como de asistencia a víctimas y personación 
judicial en procedimientos.

3. Los poderes públicos promoverán, fomentarán y apoyarán a las organizaciones so-
ciales en las actividades de celebración de fechas conmemorativas, actos y eventos que con-
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tribuyan a promover los derechos humanos, la igualdad, la libertad, la tolerancia y la no 
discriminación, así como la incorporación de códigos deontológicos congruentes con estos 
valores.

Artículo 13- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la educación

1. Las administraciones educativas, en el marco de sus respectivas competencias, to-
marán medidas efectivas para la supresión de estereotipos y garantizarán la ausencia de 
cualquier forma de discriminación por razón de las causas previstas en esta ley, y en todo 
caso, en los criterios y prácticas sobre admisión y permanencia en el uso y disfrute de los 
servicios educativos, con independencia de la titularidad de los centros que los imparten.

2. En ningún caso, los centros educativos que excluyan del ingreso en los mismos, 
discriminándolos, a grupos o personas individuales por razón de alguna de las causas esta-
blecidas en esta ley, podrán acogerse a cualquier forma de financiación pública.

3. Las administraciones educativas mantendrán la debida atención al alumnado que, 
por razón de alguna de las causas expresadas en esta ley o por encontrarse en situación des-
favorable debido a discapacidad, razones socioeconómicas, culturales, por desconocimiento 
grave de la lengua de aprendizaje o de otra índole, presenten necesidades específicas de 
apoyo educativo o se desvele que el grupo al que pertenecen sufre porcentajes más elevados 
de absentismo o abandono escolar. Se atenderá especialmente a la situación de las niñas y 
adolescentes.

4. Las administraciones públicas y los centros educativos pondrán en marcha medidas 
para prevenir, evitar y, en su caso, revertir la segregación escolar, ya sea mediante mecanis-
mos directos o indirectos.

5. En el contenido de la formación del profesorado, tanto inicial como permanente, se 
incluirá formación específica en materia de atención educativa a la diversidad y a la igual-
dad de trato y no discriminación.

6. Las administraciones educativas otorgarán, en el currículo de todas las etapas educa-
tivas, una atención especial al derecho de igualdad de trato y no discriminación. Asimismo, 
se fomentará la inclusión, en los planes de estudio en que proceda, de enseñanzas en mate-
ria de igualdad de trato y no discriminación, tolerancia y derechos humanos, profundizando 
en el conocimiento y respeto de otras culturas, particularmente la propia del pueblo gitano 
y la de otros grupos y colectivos, contribuyendo a la valoración de las diferencias culturales, 
así como el reconocimiento y la difusión de la historia y cultura de las minorías étnicas pre-
sentes en nuestro país, para promover su conocimiento y reducir estereotipos.

7. La Inspección Educativa intervendrá para garantizar el respeto al derecho a la igual-
dad de trato y no discriminación y la lucha contra la intolerancia en el ámbito educativo.

Artículo 14- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la educación no 
formal

Los poderes públicos promoverán en la educación no formal la transmisión de valores 
democráticos y derechos humanos a fin de evitar prejuicios, fanatismos y radicalizaciones 
que alienten la vulneración de la igualdad de trato y la discriminación, así como las conduc-
tas de estigmatización, hostilidad, odio, discriminación y violencia, fortaleciendo compor-
tamientos inspirados en el reconocimiento de la dignidad de las personas, la igualdad, liber-
tad, solidaridad, justicia, tolerancia, no violencia, pluralismo y convivencia intercultural.

Artículo 15- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la atención sanitaria

1. Las administraciones sanitarias, en el ámbito de sus competencias, garantizarán la 
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ausencia de cualquier forma de discriminación en el acceso a los servicios y en las prestacio-
nes sanitarias por razón de cualquiera de las causas previstas en esta ley.

2. Nadie podrá ser excluido de un tratamiento sanitario o protocolo de actuación sa-
nitaria por la concurrencia de una discapacidad, por encontrarse en situación de sinhoga-
rismo, por la edad, por sexo o por enfermedades preexistentes o intercurrentes, salvo que 
razones médicas debidamente acreditadas así lo justifiquen.

3. Las administraciones sanitarias promoverán acciones destinadas a aquellos grupos 
de población que presenten necesidades sanitarias específicas, tales como las personas ma-
yores, menores de edad, con discapacidad, pertenecientes al colectivo LGTBI, que padez-
can enfermedades mentales, crónicas, raras, degenerativas o en fase terminal, síndromes 
incapacitantes, portadoras de virus, víctimas de maltrato, personas en situación de sinho-
garismo, con problemas de drogodependencia, minorías étnicas, entre otros, y, en general, 
personas pertenecientes a grupos en riesgo de exclusión y situación de sinhogarismo con el 
fin de asegurar un efectivo acceso y disfrute de los servicios sanitarios de acuerdo con sus 
necesidades.

4. Las administraciones sanitarias, en el ámbito de sus competencias, desarrollarán 
acciones para la igualdad de trato y la prevención de la discriminación, que podrán consistir 
en el desarrollo de planes y programas de adecuación sanitarios.

5. En los planes y programas a los que hace referencia el apartado anterior se pondrá 
especial énfasis en las necesidades en materia de salud específicas de las mujeres, como la 
salud sexual y reproductiva, entre otras.

6. Nadie podrá ser apartado o suspendido de su turno de atención sanitaria básica o 
especializada en condiciones de igualdad, ni ser excluido de un tratamiento sanitario por 
ausencia de acreditación documental o de tiempo mínimo de estancia demostrable.

Artículo 16- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la prestación de los 
servicios sociales

Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán que 
en el acceso y la prestación de los diferentes servicios sociales no se produzcan situaciones 
discriminatorias por cualquiera de las causas previstas en la presente ley.

A efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, los planes y programas sobre servicios 
sociales procurarán la atención prioritaria de los grupos especialmente vulnerables, con es-
pecial atención a la situación de las mujeres y las niñas. Estos planes incluirán programas 
de formación profesional que promuevan un enfoque de diversidad e igualdad de trato, que 
ayude a identificar situaciones de discriminación múltiple e interseccional, poniendo espe-
cial atención para establecer mecanismos que eviten excluir a las personas con una situación 
socioeconómica más débil o que se encuentren en situación de sinhogarismo u otras conse-
cuencias derivadas de su situación de pobreza.

Artículo 17- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la oferta al público 
de bienes y servicios

1. Las administraciones públicas, las entidades, empresas o particulares que ofrezcan al 
público bienes y servicios, en el marco de una actividad comercial o profesional, tales como 
servicios financieros, de transporte, formación, ocio o similares, no podrán discriminar en el 
acceso a los mismos por las causas mencionadas en el artículo 2 de la presente ley.

Lo previsto en el párrafo anterior no impedirá la existencia de organizaciones, activi-
dades o servicios destinados exclusivamente a la promoción de grupos identificados por 
algunas de las causas mencionadas en el artículo 2.
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2. No podrá denegarse el acceso a la contratación de seguros o servicios financieros 
afines ni establecerse diferencias de trato en las condiciones de los mismos por razón de 
alguna de las causas mencionadas en el artículo 2 salvo las que resulten proporcionadas a 
la finalidad del seguro o servicio y a las condiciones objetivas de las personas solicitantes en 
los términos previstos en la normativa en materia de seguros.

3. Los sitios web y las aplicaciones informáticas tenderán a cumplir los requisitos de 
accesibilidad para garantizar la igualdad y la no discriminación en el acceso de las personas 
usuarias, en particular de las personas con discapacidad y de las personas mayores.

Artículo 18- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en el ámbito de la 
seguridad ciudadana

1. A los efectos de esta ley, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad evitarán la utilización 
de perfiles discriminatorios sin una justificación objetiva.

2. Las personas físicas o jurídicas que realicen actividades y servicios de seguridad pri-
vada, para la protección de personas y bienes, deberán garantizar la igualdad de trato y no 
discriminación no usando perfiles discriminatorios sin una justificación objetiva.

Artículo 19- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en la administración de 
justicia

1. Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, velarán por la 
supresión de estereotipos y promoverán la ausencia de cualquier forma de discriminación 
en la administración de justicia por razón de las causas previstas en esta ley.

2. Las administraciones públicas favorecerán la información y accesibilidad a la justi-
cia de los grupos especialmente vulnerables según las causas establecidas en esta ley.

Artículo 20- Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en el acceso a la 
vivienda

1. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus competencias, garantizarán que 
las políticas de urbanismo y vivienda respeten el derecho a la igualdad de trato y prevengan 
la discriminación, incluida la segregación residencial, y cualquier forma de exclusión por 
cualquiera de las causas previstas en la presente ley. De manera específica, se tendrán en 
cuenta las necesidades de las personas sin hogar y de las que se encuentren en situación de 
mayor vulnerabilidad o sean más susceptibles de sufrir alguna forma de discriminación.

Asimismo, tendrán en cuenta, en su elaboración, las necesidades de los grupos con ma-
yores dificultades para el acceso y permanencia en la vivienda por razón de las expresadas 
causas, promoviendo políticas que garanticen la autonomía y la vida independiente de las 
personas mayores y de las personas con discapacidad, así como el soporte necesario a las 
personas que sufran o tengan mayor riesgo o predisposición a sufrir patologías y trastornos 
de la salud graves o inhabilitantes.

2. Los prestadores de servicios de venta, arrendamiento, intermediación inmobiliaria, 
portales de anuncios, o cualquier otra persona física o jurídica que haga una oferta disponi-
ble para el público, estarán igualmente obligados a respetar en sus operaciones comerciales 
el derecho a la igualdad de trato y no discriminación.

En particular, queda prohibido:

a) Rehusar una oferta de compra o arrendamiento, o rehusar el inicio de las 
negociaciones o de cualquier otra manera de impedir o denegar la compra o arren-
damiento de una vivienda, por razón de alguna de las causas de discriminación 
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previstas en la presente ley, cuando se hubiere realizado una oferta pública de venta 
o arrendamiento.

b) Discriminar a una persona en cuanto a los términos o condiciones de la venta 
o arrendamiento de una vivienda con fundamento en las referidas causas.

La obligación de no discriminación se mantendrá durante todo el periodo posterior de 
uso de la vivienda, en el caso de los arrendamientos u otras situaciones asimilables.

3. Lo previsto en los párrafos anteriores será de aplicación también a los locales de 
negocio.

Artículo 21. Derecho a la igualdad de trato y no discriminación en establecimientos, o 
espacios y espectáculos abiertos al público

1. Los criterios y prácticas sobre admisión de las personas a establecimientos o espacios 
abiertos al público, espectáculos públicos o actividades recreativas deberán garantizar la au-
sencia de cualquier forma de discriminación por razón de las causas previstas en el apartado 
primero del artículo 2.

2. La prohibición de discriminación regulada en el apartado anterior comprende tan-
to las condiciones de acceso a los locales o establecimientos como la permanencia en los 
mismos, así como el uso y disfrute de los servicios que se presten en ellos, sin perjuicio 
de la existencia de organizaciones, actividades o servicios destinados exclusivamente a la 
promoción de grupos identificados por algunas de las causas mencionadas en el artículo 2.

3. Las personas titulares de los establecimientos y locales a los que se refieren los apar-
tados anteriores o las organizadoras de espectáculos públicos o actividades recreativas da-
rán a conocer en un espacio visible los criterios y limitaciones que resulten del ejercicio del 
derecho de admisión.

Las administraciones públicas competentes desarrollarán las medidas necesarias para 
garantizar el cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, en particular las de vigilancia e 
inspección.

Artículo 22 Medios de comunicación social y publicidad, internet y redes sociales

1. Todos los medios de comunicación social respetarán el derecho a la igualdad de 
trato, evitando toda forma de discriminación en el tratamiento y formato accesible de la 
información, en sus contenidos y su programación.

2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, promo-
verán la adopción de acuerdos de autorregulación de los medios de comunicación social, 
publicidad, internet, redes sociales y las empresas de tecnologías de la información y comu-
nicación que contribuyan al cumplimiento de la legislación en materia de igualdad de trato 
y no discriminación e intolerancia por las razones que inspiran esta ley, y a la promoción de 
una imagen no estereotipada de las diferentes personas y grupos de población, incluyendo 
las actividades de venta y publicidad que en aquellos se desarrollen e instando a un lenguaje 
y mensajes contrarios a la discriminación y a la intolerancia.

Asimismo, promoverán la adopción de acuerdos con las empresas y plataformas de ser-
vicios de internet que mejoren la efectividad en la prevención y eliminación de contenidos 
que atenten contra el derecho a la igualdad en este ámbito.

3. Se considera publicidad ilícita la comunicación publicitaria comercial o institucional 
que contenga elementos de discriminación por razón de las causas previstas en esta ley.

Artículo 23. Inteligencia Artificial y mecanismos de toma de decisión automatizados
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1. En el marco de la Estrategia Nacional de Inteligencia Artificial, de la Carta de De-
rechos Digitales y de las iniciativas europeas en torno a la Inteligencia Artificial, las admi-
nistraciones públicas favorecerán la puesta en marcha de mecanismos para que los algorit-
mos involucrados en la toma de decisiones que se utilicen en las administraciones públicas 
tengan en cuenta criterios de minimización de sesgos, transparencia y rendición de cuentas, 
siempre que sea factible técnicamente. En estos mecanismos se incluirán su diseño y datos 
de entrenamiento, y abordarán su potencial impacto discriminatorio. Para lograr este fin, 
se promoverá la realización de evaluaciones de impacto que determinen el posible sesgo 
discriminatorio.

2. Las administraciones públicas, en el marco de sus competencias en el ámbito de los 
algoritmos involucrados en procesos de toma de decisiones, priorizarán la transparencia en 
el diseño y la implementación y la capacidad de interpretación de las decisiones adoptadas 
por los mismos.

3. Las administraciones públicas y las empresas promoverán el uso de una Inteligencia 
Artificial ética, confiable y respetuosa con los derechos fundamentales, siguiendo especial-
mente las recomendaciones de la Unión Europea en este sentido.

4. Se promoverá un sello de calidad de los algoritmos.

Artículo 24. Actividades culturales y deportivas

1. En el desarrollo de cualquier actividad cultural o deportiva se respetarán el derecho 
a la igualdad de trato y el respeto a la dignidad de la persona, evitando toda discriminación 
por alguna de las causas previstas en la ley.

2. Las administraciones públicas darán apoyo a la creación y la difusión de contenidos 
y estudios que contribuyan a la toma de conciencia en el ámbito cultural sobre la discrimi-
nación en todas las formas y expresiones que recoge la presente ley.

TÍTULO II 
Defensa y promoción del derecho a la igualdad 
de trato y no discriminación

CAPÍTULO I 
Garantías del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación

Artículo 25. Medidas de protección y reparación frente a la discriminación
1. La protección frente a la discriminación obliga a la aplicación de métodos o instru-

mentos suficientes para su detección, la adopción de medidas preventivas, y la articulación 
de medidas adecuadas para el cese de las situaciones discriminatorias.

2. El incumplimiento de las obligaciones previstas en el apartado anterior dará lugar 
a responsabilidades administrativas, así como, en su caso, penales y civiles por los daños y 
perjuicios que puedan derivarse, y que podrán incluir tanto la restitución como la indemni-
zación, hasta lograr la reparación plena y efectiva para las víctimas.

3. Ante un incidente discriminatorio, las autoridades encargadas de hacer cumplir esta 
ley tomarán las medidas oportunas para garantizar que los hechos no vuelvan a repetirse, 
especialmente en los casos en los que el agente discriminador sea una administración pú-
blica.
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Artículo 26. Nulidad de pleno derecho

Son nulos de pleno derecho las disposiciones, actos o cláusulas de los negocios jurídi-
cos que constituyan o causen discriminación por razón de alguno de los motivos previstos 
en el apartado primero del artículo 2 de esta ley.

Artículo 27. Atribución de responsabilidad patrimonial y reparación del daño

1. La persona física o jurídica que cause discriminación por alguno de los motivos pre-
vistos en el apartado 1 del artículo 2 de esta ley reparará el daño causado proporcionando 
una indemnización y restituyendo a la víctima a la situación anterior al incidente discri-
minatorio, cuando sea posible. Acreditada la discriminación se presumirá la existencia de 
daño moral, que se valorará atendiendo a las circunstancias del caso, a la concurrencia o 
interacción de varias causas de discriminación previstas en la ley y a la gravedad de la lesión 
efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta, en su caso, la difusión o audiencia 
del medio a través del que se haya producido.

2. Serán igualmente responsables del daño causado las personas empleadoras o pres-
tadoras de bienes y servicios cuando la discriminación, incluido el acoso, se produzca en 
su ámbito de organización o dirección y no hayan cumplido las obligaciones previstas en el 
apartado 1 del artículo 25.

Artículo 28. Tutela judicial del derecho a la igualdad de trato y no discriminación

La tutela judicial frente a las vulneraciones del derecho a la igualdad de trato y no dis-
criminación comprenderá, en los términos establecidos por las leyes procesales, la adopción 
de todas las medidas necesarias para poner fin a la discriminación de que se trate y, en par-
ticular, las dirigidas al cese inmediato de la discriminación, pudiendo acordar la adopción 
de medidas cautelares dirigidas a la prevención de violaciones inminentes o ulteriores, la 
indemnización de los daños y perjuicios causados y el restablecimiento de la persona perju-
dicada en el pleno ejercicio de su derecho, con independencia de su nacionalidad, de si son 
mayores o menores de edad o de si disfrutan o no de residencia legal.

Artículo 29. Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación

1. Sin perjuicio de la legitimación individual de las personas afectadas, los partidos 
políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, las orga-
nizaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legal-
mente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos huma-
nos estarán legitimadas, en los términos establecidos por las leyes procesales, para defender 
los derechos e intereses de las personas afiliadas o asociadas o usuarias de sus servicios en 
procesos judiciales civiles, contencioso-administrativos y sociales, siempre que cuenten con 
su autorización expresa.

2. A los efectos de lo establecido en el apartado anterior, las asociaciones y organi-
zaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y promoción de los 
derechos humanos tienen que acreditar los siguientes requisitos:

a) Que se hubieran constituido legalmente al menos dos años antes de la inicia-
ción del proceso judicial y que vengan ejerciendo de modo activo las actividades 
necesarias para alcanzar los fines previstos en sus estatutos, salvo que ejerciten las 
acciones administrativas o judiciales en defensa de los miembros que la integran.

b) Que según sus estatutos desarrollen su actividad en el ámbito estatal o, en 
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su caso, en un ámbito territorial que resulte afectado por la posible situación de 
discriminación.

Artículo 30. Reglas relativas a la carga de la prueba

1. De acuerdo con lo previsto en las leyes procesales y reguladoras de los procedimien-
tos administrativos, cuando la parte actora o el interesado alegue discriminación y aporte 
indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la parte demandada o a quien se 
impute la situación discriminatoria la aportación de una justificación objetiva y razonable, 
suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

2. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo primero, el órgano judicial o adminis-
trativo, de oficio o a instancia de parte, podrá recabar informe de los organismos públicos 
competentes en materia de igualdad.

3. Lo establecido en el apartado primero no será de aplicación a los procesos penales ni 
a los procedimientos administrativos sancionadores, ni a las medidas adoptadas y los pro-
cedimientos tramitados al amparo de las normas de organización, convivencia y disciplina 
de los centros docentes.

Artículo 31. Actuación administrativa contra la discriminación

1. Cuando una autoridad pública, con ocasión del ejercicio de sus competencias, tenga 
conocimiento de un supuesto de discriminación de los previstos en esta ley, deberá, si es 
competente, incoar el correspondiente procedimiento administrativo, en el que se podrán 
acordar las medidas necesarias para investigar las circunstancias del caso y adoptar las me-
didas oportunas y proporcionadas para su eliminación o, en caso de no serlo, comunicar 
estos hechos de forma inmediata a la Administración competente, de acuerdo con lo esta-
blecido en las leyes administrativas.

2. A los efectos de lo establecido en el artículo 4.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los sindicatos, 
las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos, las organizaciones de personas 
consumidoras y usuarias y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que 
tengan entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos y cumplan los requi-
sitos fijados en el artículo 29 de la presente ley, podrán tener la consideración de interesado 
en los procedimientos administrativos en los que la Administración tenga que pronunciarse 
en relación con una situación de discriminación prevista en esta ley, siempre que cuenten 
con la autorización de la persona o personas afectadas. No será necesaria esta autorización 
cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil determina-
ción, sin perjuicio de que quienes se consideren afectados puedan también participar en el 
procedimiento.

	 Artículo 32. Del Ministerio Fiscal

1. Las secciones especializadas en delitos de odio y discriminación de las fiscalías pro-
vinciales promoverán y coordinarán, en su ámbito respectivo, las actuaciones penales dirigi-
das a la investigación y persecución de comportamientos discriminatorios.

2. Las administraciones públicas podrán dar traslado al Ministerio Fiscal de cualquier 
hecho o actuación de que tengan conocimiento en el que se haya acreditado trato discrimi-
natorio y del que, en su caso, pudiera derivarse responsabilidad penal.

3. Los miembros del Ministerio Fiscal recibirán de manera obligatoria formación es-
pecializada en relación con los colectivos amparados en la presente ley, de acuerdo con las 
directrices fijadas por la Fiscalía General del Estado.



49

CAPÍTULO II 
Promoción del derecho a la igualdad de trato y no 
discriminación y medidas de acción positiva

Artículo 33. Promoción del derecho a la igualdad de trato y no discriminación
1. Con el fin de hacer efectivo el derecho constitucional a la igualdad, los poderes pú-

blicos adoptarán medidas de acción positiva por razón de las causas establecidas en esta ley 
e impulsarán políticas de fomento de la igualdad de trato y no discriminación real y efectiva 
en las relaciones entre particulares.

2. Las empresas podrán asumir la realización de acciones de responsabilidad social 
consistentes en medidas económicas, comerciales, laborales, asistenciales o de otra natura-
leza, destinadas a promover condiciones de igualdad de trato y no discriminación en el seno 
de las empresas o en su entorno social. En todo caso, se informará a los representantes de 
los trabajadores de las acciones adoptadas.

La realización de estas acciones podrá ser concertada con la representación de los tra-
bajadores, así como con las organizaciones cuyo fin primordial sea la defensa y promoción 
de la igualdad de trato y no discriminación y los organismos de igualdad de trato.

Las empresas podrán hacer uso publicitario de sus acciones de responsabilidad en ma-
teria de igualdad, de acuerdo con las condiciones establecidas en la legislación general de 
publicidad.

3. Los poderes públicos fortalecerán las medidas de prevención y fomento de la de-
nuncia de acciones de discriminación, violencia e incidentes y discurso de odio, evitando 
cualquier espacio de impunidad, dotando a los poderes públicos y a las organizaciones de 
la sociedad civil de instrumentos eficaces para intervenir en los distintos ámbitos señalados 
en la ley.

4. Los poderes públicos promoverán la enseñanza, formación y sensibilización en los 
valores democráticos, constitucionales y de los derechos humanos encaminados a erradicar 
prejuicios, conocimientos defectuosos, adoctrinamientos, fanatismos o radicalizaciones que 
alimenten la discriminación o la intolerancia, así como las conductas de estigmatización, 
hostilidad, odio y violencia, fortaleciendo comportamientos inspirados en el reconocimien-
to de la dignidad intrínseca de las personas, la igualdad, la libertad, la solidaridad, la justi-
cia, la tolerancia, la no violencia, el pluralismo y la interculturalidad.

Artículo 34. Estrategia Estatal para la Igualdad de Trato y la No Discriminación

1. La Estrategia Estatal para la Igualdad de Trato y la No Discriminación es el instru-
mento principal de colaboración territorial de la Administración del Estado para el impulso, 
desarrollo y coordinación de las políticas y los objetivos generales de su competencia esta-
blecidos en esta ley, sin perjuicio y respetando las competencias del marco estatutario de las 
comunidades autónomas.

2. Corresponde a la Conferencia Sectorial de Igualdad su preparación, seguimiento 
y evaluación, garantizándose la participación de las organizaciones representativas de los 
intereses sociales afectados en cada una de estas fases. La aprobación de la Estrategia co-
rresponderá al Consejo de Ministros.

3. La Estrategia tendrá carácter cuatrienal. Se procederá a su evaluación al término de 
su duración o cuando se produzcan circunstancias sobrevenidas que hagan conveniente su 
modificación.

El Ministerio de Igualdad elaborará un informe de evaluación acerca del grado de cum-
plimiento, impacto y eficacia de la Estrategia del que dará traslado al Consejo de Ministros, 
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a los Consejos de Gobierno de las comunidades autónomas y a la Comisión competente del 
Congreso de los Diputados y el Senado.

El informe cuatrienal de evaluación contendrá los datos estadísticos disponibles sobre 
igualdad de trato y no discriminación, así como aquellos necesarios para establecer un siste-
ma de seguimiento y evaluación que permita medir la eficacia de las medidas contempladas, 
y una memoria económica detallada.

Los resultados de este Informe se harán públicos para su conocimiento general, y de-
berán ser tenidos en cuenta para la elaboración de las políticas públicas correspondientes.

4. La Estrategia Estatal para la Igualdad de Trato y la No Discriminación incorporará 
de forma prioritaria:

a) Los principios básicos de actuación en materia de no discriminación, cuyo 
desarrollo corresponderá a los planes de la Administración General del Estado en 
el ejercicio de sus competencias.

b) Medidas dirigidas a prevenir, eliminar y corregir toda forma de discriminación 
por razón de las causas establecidas en esta ley, sin perjuicio de las competencias de 
las comunidades autónomas. Estas medidas podrán incluir actuaciones dirigidas 
tanto a víctimas individuales como colectivas e incluir actuaciones tanto de conte-
nido económico como simbólico.

c) Prestará especial atención a las discriminaciones interseccionales o múltiples 
que por su propia naturaleza suponen un ataque más grave al derecho a la igualdad 
de trato y no discriminación.

d) Medidas dirigidas a la información, sensibilización y formación en igualdad 
de trato y no discriminación.

5. El Ministerio competente en materia de igualdad coordinará, en colaboración con 
los departamentos ministeriales afectados por la materia, los planes que en el marco de esta 
Estrategia seguirá el Gobierno en el ámbito de sus competencias.

Artículo 35. Colaboración entre las administraciones públicas

1. La Administración General del Estado, las administraciones de las comunidades 
y ciudades con Estatuto de Autonomía y las entidades locales cooperarán entre sí para 
integrar la igualdad de trato y no discriminación, y la lucha contra la intolerancia, en el 
ejercicio de sus respectivas competencias y, en especial, en sus instrumentos de planificación 
y gestión.

2. En el seno de la Conferencia Sectorial de Igualdad, podrán adoptarse planes y pro-
gramas conjuntos de actuación con esta finalidad.

Artículo 36. Estadísticas y estudios

1. Al objeto de hacer efectivas las disposiciones contenidas en esta ley y en la legisla-
ción específica en materia de igualdad de trato y no discriminación, los poderes públicos 
elaborarán estudios, memorias o estadísticas, siempre que se refieran o afecten a aspectos 
relacionados con la igualdad de trato, y de acuerdo con los estándares internacionales exis-
tentes, que permitan un mejor conocimiento de las causas, extensión, evolución, naturaleza 
y efectos de la discriminación por razón de las causas previstas en esta ley.

2. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad recabarán los datos sobre el componente dis-
criminatorio de las denuncias cursadas y los procesarán en los correspondientes sistemas 
estadísticos de seguridad, publicándose con pleno respeto al derecho fundamental a la pro-
tección de datos de carácter personal y a la autoidentificación racial o étnica.
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3. La Fiscalía General del Estado y el Consejo General del Poder Judicial recabarán 
los datos de las denuncias presentadas en virtud de la presente ley, así como las resoluciones 
administrativas y sentencias judiciales.

4. La estadística judicial recogerá datos específicos sobre los asuntos registrados por 
infracciones relativas a trato discriminatorio. Cuando dichos datos se refieran a infraccio-
nes penales incluirán, al menos, las denuncias recibidas, los procedimientos incoados en 
relación con estos delitos, los tipos de delitos por los que se instruyen los procedimientos, 
los tipos de delitos por los que se dictan las sentencias, la causa de discriminación tenida 
en cuenta para calificar la conducta como discriminatoria, la aplicación en su caso de la 
agravante definitoria del móvil discriminatorio, las personas enjuiciadas, la forma de ter-
minación de los procedimientos, las resoluciones de fondo sobre los mismos y las penas y 
medidas impuestas.

5. Las administraciones públicas recabarán datos sobre las tipologías de discrimina-
ción, en coherencia con las elaboradas por el Ministerio del Interior en su informe anual so-
bre la evolución de los delitos de odio en España, respetando siempre la legislación que haga 
referencia al ejercicio de las competencias de cada organismo que recabe la información.

En todo caso, los datos de carácter personal obtenidos en el ámbito de las actuaciones 
a las que se refiere este artículo, deben cumplir la legislación reguladora de la protección de 
datos personales y, en su caso, quedarán protegidos por secreto estadístico y no podrán ser 
objeto de comunicación a terceros salvo en los casos expresamente establecidos en la legis-
lación de protección de datos de carácter personal.

Artículo 37. Subvenciones públicas y contratación

1. Las administraciones públicas, en los planes estratégicos de subvenciones que adop-
ten en el ejercicio de sus competencias, determinarán los ámbitos en que las bases regulado-
ras de las mismas deban incluir la valoración de actuaciones para la efectiva consecución de 
la igualdad de trato y no discriminación por parte de las entidades solicitantes.

2. Las administraciones públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, a través 
de sus órganos de contratación y en relación con la ejecución de los contratos que celebren, 
podrán establecer condiciones especiales con el fin de promover la igualdad de trato y no 
discriminación y fomentarán la inclusión de criterios cualitativos en la contratación pública 
que faciliten la participación de miembros de grupos vulnerables entre las personas asigna-
das a la ejecución del contrato, de acuerdo con lo establecido en la legislación de contratos 
del sector público.

3. Conforme al ordenamiento jurídico, las administraciones públicas no subvenciona-
rán, bonificarán o prestarán ayudas públicas a aquellas personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, sancionadas por resolución administrativa firme por alguna de las infracciones 
calificadas como muy graves, en los términos y plazos previstos en el Título IV de esta ley.

4. Las administraciones públicas en ningún caso podrán otorgar ayudas que tengan por 
objeto la realización de una actividad o el cumplimiento de una finalidad que atente, aliente 
o tolere prácticas calificadas como infracciones en el Título IV de esta ley.

5. A efectos de dar cumplimiento a lo establecido en este artículo, el departamento 
competente en materia de igualdad creará una base de datos para el seguimiento y compro-
bación del cumplimiento de las sanciones previstas en este artículo.

Artículo 38. Formación

Los poderes públicos, en el ámbito de sus respectivas competencias, contemplarán en 
los procesos selectivos y en la formación de su personal, el estudio y la aplicación de la 
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igualdad de trato y la no discriminación. Además, velarán por que el personal externo cuen-
te con esa formación cuando los servicios prestados impliquen una relación directa con la 
ciudadanía.

La formación no solo será teórica, sino también práctica en cuanto a las herramientas 
que pueden usar los distintos perfiles de personas que trabajan en la administración pública 
para prevenir y dar respuesta a la discriminación en el ámbito de sus respectivas competen-
cias.

Artículo 39. Diálogo con las organizaciones no gubernamentales

La Administración General del Estado, las Administraciones de las comunidades autó-
nomas y ciudades con Estatuto de Autonomía y las entidades locales fomentarán el diálogo 
con las organizaciones no gubernamentales que tengan un interés legítimo en contribuir a 
la lucha contra la discriminación y la intolerancia, con el fin de promover el principio de 
igualdad de trato y el valor de la tolerancia.

TÍTULO III 
La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la 
No Discriminación

Artículo 40. Creación y funciones

Se crea, en el ámbito de la Administración del Estado, la Autoridad Independiente para 
la Igualdad de Trato y la No Discriminación, como autoridad independiente encargada de 
proteger y promover la igualdad de trato y no discriminación de las personas por razón de 
las causas y en los ámbitos competencia del Estado previstos en esta ley, tanto en el sector 
público como en el privado. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación realizará las siguientes funciones:

a) Garantizar la prestación independiente de servicios especializados de asisten-
cia y orientación a las personas que hayan podido sufrir discriminación por razón 
de las causas establecidas en el apartado primero del artículo 2 de esta ley. Estos 
servicios incluirán la recepción y tramitación de las quejas o reclamaciones de las 
víctimas y actividades de mediación y conciliación a las que hace referencia la letra 
b), así como el ejercicio de acciones judiciales detalladas en la letra e). Para el es-
tablecimiento de estos servicios se contará con la colaboración de organizaciones 
especializadas en la promoción de la igualdad de trato y el trabajo con grupos de 
población tradicionalmente afectados por la discriminación.

b) Constituirse, con el consentimiento expreso de las partes, en órgano de media-
ción o conciliación entre ellas en relación con violaciones del derecho a la igualdad 
de trato y no discriminación, excepción hecha de las que tengan contenido penal 
o laboral.

La mediación o la conciliación de la Autoridad Independiente para la Igualdad de 
Trato y la No Discriminación, sustituirá al recurso de alzada y, en su caso, al de reposición 
en relación con las resoluciones y actos de trámite susceptibles de impugnación, a efectos de 
lo previsto en el apartado segundo del artículo 112 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Las decisiones que tome la Autoridad Independiente en los procedimientos de media-
ción o conciliación tendrán carácter vinculante para las partes.
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c) Iniciar, de oficio o instancia de terceros, investigaciones sobre la existencia de 
posibles situaciones de discriminación que revistan una especial gravedad o rele-
vancia por razón de las causas previstas en el apartado primero del artículo 2, a 
salvo de aquellas que revistan carácter de infracción penal, en cuyo caso la Autori-
dad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación deberá cesar 
en la investigación y remitir el tanto de culpa al Ministerio Fiscal o a la autoridad 
judicial y, en su caso, a los órganos competentes de la jurisdicción militar.

d) Ejercitar acciones judiciales en defensa de los derechos derivados de la igual-
dad de trato y la no discriminación conforme a lo dispuesto en esta ley y en las 
distintas leyes procesales.

e) Interesar la actuación de la Administración del Estado para sancionar las ac-
ciones u omisiones que puedan ser constitutivas de infracción administrativa en 
materia de igualdad de trato y no discriminación.

f) Poner en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos que puedan ser cons-
titutivos de infracción penal.

g) Promover la adopción de códigos de buenas prácticas en materia de lucha 
contra la discriminación.

h) Colaborar con el Defensor del Pueblo y con las instituciones y organismos 
públicos equivalentes autonómicos e internacionales.

i) Emitir dictamen sobre los proyectos de disposiciones de carácter general que 
desarrollen esta ley, así como cualquier otro que afecte al derecho a la igualdad de 
trato y no discriminación constitucionalmente reconocido.

j) Informar, con carácter preceptivo, sobre la Estrategia Estatal para la Igualdad 
de Trato y la No Discriminación, así como sobre aquellos planes y programas esta-
tales de especial relevancia en la materia.

k) Elaborar, en coordinación con los órganos de la Administración General del 
Estado competentes en materia estadística, informes y estadísticas de carácter pe-
riódico, promover estudios sobre igualdad de trato y no discriminación, así como 
sobre las formas históricas de discriminación estructural, de las que han sido víc-
timas los grupos a los que pretende proteger esta ley, diseñar y mantener un ba-
rómetro sobre igualdad de trato y no discriminación partiendo de un sistema de 
indicadores y divulgar las actividades, estudios e informes que realice.

l) Velar por el cumplimiento de la normativa reguladora de la igualdad de trato y 
no discriminación, en el ámbito de sus competencias, así como formular propues-
tas para su modificación.

m) Informar, a instancia de los órganos judiciales en los procesos jurisdicciona-
les o del Ministerio Fiscal en las diligencias previas que versen sobre los derechos 
derivados de la igualdad de trato y no discriminación.

n) Elaborar y proponer al Gobierno, para su aprobación, el Estatuto de la Auto-
ridad Independiente y sus eventuales modificaciones.

ñ) Aprobar el informe anual de sus actividades, que remitirá al Congreso de los 
Diputados, al Gobierno y al Defensor del Pueblo.

o) Participar en el Foro para la integración social de los inmigrantes.
p) Participar en la Comisión Laboral Tripartita de Inmigración, en los términos 

previstos en la legislación.
q) Participar en el Consejo para la Promoción de la Igualdad de Trato y No Dis-

criminación de las Personas por el Origen Racial o Étnico.
r) Cualquier otra que le sea atribuida por ley o reglamentariamente.
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Artículo 41. Naturaleza, régimen jurídico, organización y funcionamiento

1. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación es 
una entidad de derecho público, de las previstas en el artículo 109 de la Ley 40/2015 de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, dotada de personalidad jurídica propia 
y plena capacidad pública y privada, que actúa para el cumplimiento de sus fines con plena 
independencia y autonomía funcional respecto de las administraciones públicas.

2. La actuación de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No 
Discriminación se regirá, en el ejercicio de sus funciones públicas, por la presente ley y las 
normas que la desarrollen, por la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Co-
mún de las Administraciones Públicas, la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presu-
puestaria, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se 
transponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del 
Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014, la Ley 33/2003, de 3 de no-
viembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, así como el resto de las normas 
de derecho administrativo general y especial que le sean de aplicación y por su propio Es-
tatuto. A estos efectos, se entenderá que sus resoluciones ponen fin a la vía administrativa.

3. Sin perjuicio de las disposiciones de la presente ley, la estructura orgánica depen-
diente de la Autoridad Independiente, su régimen de funcionamiento interno, su régimen 
de personal, su régimen económico y presupuestario y cuantas otras cuestiones relativas a 
su funcionamiento y régimen de actuación resulten necesarias, se regularán en el Estatuto 
de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, que será 
aprobado por el Consejo de Ministros mediante Real Decreto, previa consulta a la persona 
titular de la Autoridad Independiente.

4. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la no Discriminación estará 
dirigida y representada por la persona que ocupe su presidencia, que será nombrada por el 
Gobierno mediante Real Decreto, entre personalidades de reconocido prestigio en la defen-
sa y promoción de la igualdad de trato y la lucha contra la discriminación. Este nombra-
miento deberá hacerse efectivo previa comparecencia ante las comisiones correspondientes 
del Congreso de los Diputados y del Senado en los términos previstos en los Reglamen-
tos de dichas Cámaras. El Congreso, a través de la Comisión competente y por acuerdo 
adoptado por mayoría absoluta, podrá aprobar o rechazar el nombramiento del candidato 
propuesto en el plazo de un mes natural a contar desde la recepción de la correspondiente 
comunicación. En el caso de que la propuesta fuera rechazada, el Gobierno presentará a la 
Cámara un nuevo candidato en el plazo de tres meses.

Su mandato será de cinco años sin posibilidad de renovación. Con anterioridad a la 
expiración de este mandato, su cese únicamente podrá producirse por renuncia, por estar 
incursa en alguna causa de incompatibilidad, por incapacidad permanente para el ejercicio 
del cargo, por causa de condena en sentencia firme por delito doloso o por incumplimiento 
grave de los deberes de su cargo.

En el supuesto de incumplimiento grave de sus funciones, el cese se acordará previa 
instrucción del correspondiente expediente y se pondrá en conocimiento de las Cortes Ge-
nerales.

El cese será acordado por el Gobierno mediante Real Decreto a propuesta de la perso-
na titular del Ministerio competente en materia de igualdad.

A la persona titular de la Autoridad Independiente le será de aplicación el régimen de 
conflictos de intereses y de incompatibilidades previstos en la legislación vigente para los 
Altos Cargos de la Administración General del Estado.
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Artículo 42. Personal y recursos económicos

1. El personal al servicio de la Autoridad Independiente será, con carácter general, 
funcionario de carrera de las administraciones públicas o, en su caso, personal laboral pro-
cedente de organismos nacionales o internacionales con funciones en materia de igualdad 
de trato y no discriminación.

El personal funcionario se regirá por las normas reguladoras de la función pública apli-
cables al personal funcionario de la Administración General del Estado.

La provisión de puestos de trabajo del personal funcionario se llevará a cabo de con-
formidad con los procedimientos de provisión establecidos en la normativa sobre función 
pública aplicable al personal funcionario de la Administración General del Estado.

El personal laboral se regirá por las normas reguladoras del empleo público, el Estatuto 
de los Trabajadores y por el resto de la normativa laboral que le sea aplicable.

En los procesos selectivos se incorporarán medidas de acción positiva en beneficio de 
las personas protegidas por esta ley.

La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación contará 
con una relación de puestos de trabajo en la que constarán, en todo caso, aquellos puestos 
que deban ser desempeñados exclusivamente por funcionarios, por consistir en el ejercicio 
de las funciones que impliquen participación directa o indirecta en el ejercicio de potestades 
públicas y la salvaguarda de los intereses generales del Estado y de las Administraciones 
públicas.

2. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación con-
tará, para el cumplimiento de sus fines, con los siguientes recursos económicos:

a) las asignaciones que se establezcan anualmente con cargo a los Presupuestos 
Generales del Estado;

b) las subvenciones y aportaciones que se concedan a su favor;
c) los bienes y derechos que constituyan su patrimonio, así como los productos y 

rentas de los mismos;
d) las contraprestaciones derivadas de los convenios de colaboración que suscri-

ba, y
e) cualesquiera otros que legalmente puedan serle atribuidos.

3. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación ela-
borará anualmente un anteproyecto de presupuesto, que incluirá los estados de ingresos 
y gastos, con la estructura que determine el Ministerio de Hacienda y Función Pública y 
remitirá esta propuesta a dicho departamento, para su inclusión en el anteproyecto de Ley 
de Presupuestos Generales del Estado.

Los créditos del estado de gastos tendrán carácter limitativo. El nivel de vinculación 
de los créditos y su régimen de variaciones será el que se establezca en su Estatuto. La Au-
toridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación tendrá la facultad 
de aprobar los gastos y ordenar los pagos, salvo los casos reservados a la competencia del 
Gobierno.

La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación for-
mulará y rendirá sus cuentas de acuerdo con la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, y las normas y principios de contabilidad recogidos en el Plan General de 
Contabilidad Pública y sus normas de desarrollo. Dichas cuentas se rendirán al Tribunal de 
Cuentas, por conducto de la Intervención General de la Administración del Estado.

4. El control económico y financiero de la Autoridad Independiente para la Igualdad 
de Trato y la No Discriminación se efectuará con arreglo a lo dispuesto en la Ley 47/2003, 
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de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, 
del Tribunal de Cuentas. En particular, la Intervención General de la Administración del 
Estado ejercerá el control interno de la gestión económica y financiera.

Artículo 43. Participación

El Estatuto de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discri-
minación regulará las formas y el procedimiento para asegurar la participación en sus acti-
vidades de las organizaciones representativas de los intereses sociales afectados, entre ellas, 
las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, así como del conjunto 
de las administraciones públicas y de las asociaciones y organizaciones de ámbito estatal 
legalmente constituidas cuya actividad esté relacionada con la promoción o la defensa de la 
igualdad de trato y la no discriminación.

Artículo 44. Deber de colaboración

1. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación pres-
tará cuanta colaboración le sea requerida por las Cortes Generales, los órganos jurisdiccio-
nales, el Ministerio Fiscal, el Defensor del Pueblo y las Administraciones públicas.

2. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, coo-
perará, en el ejercicio de sus competencias, con los organismos públicos, que por razón de 
sus funciones, participen en la defensa de los derechos y el diseño de las políticas públicas 
referentes a los grupos o colectivos que presenten un mayor grado de vulnerabilidad frente 
a la discriminación.

3. Las administraciones públicas y los particulares deberán prestar la colaboración ne-
cesaria a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación 
cuando así lo exija el cumplimiento de la función prevista en la letra c) del artículo 40 de 
esta ley, de conformidad con lo previsto en el artículo 18 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. Asimismo, 
deberán proporcionar, a su requerimiento y en plazo, toda clase de información y datos de 
que dispongan y que puedan resultar necesarios para dicho cumplimiento. Dicho plazo será 
de diez días, salvo que por la naturaleza de lo solicitado o las circunstancias del caso se fije 
de forma motivada un plazo diferente.

4. El deber de colaboración e información incluirá la comunicación de la información 
que contenga datos personales de terceros sin su consentimiento cuando resulte estricta-
mente necesario para el cumplimiento de las funciones de la Autoridad Independiente para 
la Igualdad de Trato y la No Discriminación de conformidad con lo dispuesto en la legisla-
ción de protección de datos de carácter personal y en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la 
Función Estadística Pública.

Artículo 45. Relación con el Defensor del Pueblo

1. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación ejer-
cerá las funciones que tiene atribuidas en esta ley sin perjuicio de las competencias del De-
fensor del Pueblo u órganos similares de las comunidades autónomas.

2. La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación po-
drá celebrar convenios de colaboración con el Defensor del Pueblo u órganos similares de 
las comunidades autónomas para establecer los mecanismos de cooperación que se consi-
deren oportunos.
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TÍTULO IV 
Infracciones y sanciones en materia de igualdad de trato y 
no discriminación

Artículo 46. Objeto y ámbito de aplicación
1. El presente Título tiene por objeto establecer el régimen de infracciones y sanciones 

que garantizan las condiciones básicas en materia de igualdad de trato y no discriminación. 
Este régimen de condiciones básicas podrá ser objeto de desarrollo y tipificación específi-
ca, en el ámbito de sus competencias, por la legislación autonómica, siendo de aplicación 
supletoria lo dispuesto en materia de potestad sancionadora en la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

2. En aquellas comunidades autónomas en las que existan regímenes especiales de 
infracciones y sanciones en materia de igualdad de trato y no discriminación, en cualquiera 
de los ámbitos de aplicación de esta ley, los mismos resultarán de aplicación preferente al 
previsto en esta ley.

En todo caso, en relación con las personas con discapacidad será de aplicación lo pre-
visto en el Texto Refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad 
y de su inclusión social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviem-
bre. En el orden social, el régimen aplicable será el regulado por la Ley de Infracciones 
y Sanciones en el Orden Social, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 
5/2000, de 4 de agosto.

3. No podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o administra-
tivamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento. 
En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de ilícito penal, la Ad-
ministración pasará el tanto de culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal y 
se abstendrá de seguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no dicte 
sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento o mientras el Ministerio Fiscal 
no comunique la improcedencia de iniciar o proseguir actuaciones. De no haberse estimado 
la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado resolución de otro tipo que 
ponga fin al procedimiento penal, la Administración continuará el expediente sancionador 
en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado probados.

4. Si se archivase un procedimiento judicial de carácter penal o la persona fuera absuel-
ta por no ser los hechos constitutivos de infracción penal, pero pudieran ser constitutivos 
de infracción administrativa con arreglo a la presente ley, el Juez o Tribunal competente, de 
oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o la acusación particular o popular, lo comunicará 
mediante el oportuno testimonio a la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y 
la No Discriminación, competente a los efectos de incoar en su caso el expediente adminis-
trativo sancionador que corresponda.

Artículo 47. Infracciones

1. Las infracciones en materia de igualdad de trato y no discriminación se calificarán 
como leves, graves o muy graves.

2. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, 
en el ámbito de sus competencias, tendrán la consideración de infracciones leves las con-
ductas que incurran en irregularidades formales por la inobservancia de lo establecido en la 
presente ley y en su normativa de desarrollo, siempre que no generen o contengan un efecto 
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discriminatorio, ni estén motivadas en una razón discriminatoria en los términos previstos 
en esta ley.

3. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, en 
el ámbito de sus competencias, tendrán la consideración de infracciones graves:

a) Los actos u omisiones que constituyan una discriminación, directa o indirecta, 
por asociación, por error, así como los que constituyan inducción, orden o instruc-
ción de discriminar a una persona por razón de las causas previstas en el apartado 1 
del artículo 2 de esta ley, en relación con otra persona que se encuentre en situación 
análoga o comparable.

b) Toda conducta de represalia en los términos previstos en el artículo 6 de la 
presente ley.

c) El incumplimiento de un requerimiento administrativo específico, que no 
constituya una exigencia formal, formulado por el órgano administrativo al que 
corresponda el ejercicio de las competencias necesarias para dar cumplimiento a 
las previsiones de esta ley.

d) La comisión de una tercera o más infracción leve, siempre que en el plazo del 
año anterior el presunto infractor hubiera sido ya sancionado por dos infracciones 
leves mediante resolución administrativa firme.

4. En todo caso, y sin perjuicio de lo que se establezca en la legislación autonómica, en 
el ámbito de sus competencias, tendrán la consideración de infracciones muy graves:

a) Los actos u omisiones que constituyan discriminación múltiple.
b) Las conductas de acoso discriminatorio reguladas en el artículo 6.
c) La presión grave ejercida sobre la autoridad, agente de la misma, personal 

funcionario o empleado público, en el ejercicio de las potestades administrativas 
para la ejecución de las medidas previstas en la presente ley, y en sus normas de 
desarrollo.

d) La comisión de una tercera o más infracción grave, siempre que en el plazo 
de los dos años anteriores el presunto infractor hubiera sido ya sancionado por dos 
infracciones graves mediante resolución administrativa firme.

Artículo 48. Sanciones

1. Las infracciones establecidas en la presente ley serán sancionadas con multas que 
irán de 300 a 500.000 euros, de acuerdo con la siguiente graduación:

a) Infracciones leves entre 300 y 10.000 euros.
b) Infracciones graves entre 10.001 y 40.000 euros.
c) Infracciones muy graves entre 40.001 y 500.000 euros.

2. Atendiendo a los criterios de graduación de las sanciones, en el ámbito de la Admi-
nistración General del Estado, serán sancionadas:

a) Las infracciones leves, con multas, en su grado mínimo, de 300 a 3.000 euros; 
en su grado medio, de 3.001 a 6.000 euros; y en su grado máximo de 6.001 a 10.000 
euros.

b) Las infracciones graves, con multas, en su grado mínimo de 10.001 a 20.000 
euros; en su grado medio de 20.001 a 30.000 euros; y en su grado máximo de 
30.001 a 40.000 euros.
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c) Las infracciones muy graves, con multas, en su grado mínimo, de 40.001 a 
100.000 euros; en su grado medio, de 100.001 a 200.000 euros; y en su grado máxi-
mo de 200.001 a 500.000 euros.

3. La recaudación obtenida del cobro de las multas contempladas en el punto 1 de este 
artículo, será invertida en la promoción de sensibilización para la igualdad de trato y no 
discriminación y lucha contra la intolerancia.

Artículo 49 Criterios de graduación de las sanciones

1. La multa y la sanción accesoria, en su caso, impuesta por el órgano administrativo 
sancionador deberá guardar la debida adecuación y proporcionalidad con la gravedad del 
hecho constitutivo de la infracción, y el importe de la multa deberá fijarse de modo que al 
infractor no le resulte más beneficioso su abono que la comisión de la infracción. En todo 
caso, las sanciones se aplicarán en su grado mínimo, medio o máximo con arreglo a los 
siguientes criterios:

a) Intencionalidad de la persona infractora.
b) Naturaleza de los daños causados.
c) Permanencia o transitoriedad de las repercusiones de la infracción.
d) Número de personas afectadas.
e) La repercusión social de las infracciones.
f) La reincidencia, por comisión en el término de un año de más de una infrac-

ción de la misma naturaleza, cuando así se haya declarado por resolución firme.
g) El beneficio económico que se hubiera generado para la persona autora de la 

infracción.
h) La condición de autoridad, agente de la misma, personal funcionario o em-

pleado público de la persona infractora.
i) La concurrencia o interacción de diversas causas de discriminación previstas 

en la ley.
j) En todo caso, las infracciones se adoptarán en su grado máximo cuando las 

infracciones sean realizadas por los titulares de cualquier cargo o función pública o 
empleados públicos, en el ámbito de toda la organización territorial del Estado, en 
el ejercicio de sus cargos o funciones.

2. Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra 
u otras, se impondrá la sanción correspondiente a la infracción más grave.

3. Si la infracción se comete por funcionario público en el ejercicio de su cargo, la san-
ción se aplicará en su grado máximo.

Artículo 50. Sanciones accesorias y sustitución de sanciones

1. Cuando las infracciones sean muy graves el órgano que resuelva el expediente san-
cionador, mediante resolución motivada, podrá imponer como sanción accesoria, además 
de la multa que proceda, la supresión, cancelación o suspensión total o parcial de ayudas 
oficiales que la persona sancionada tuviese reconocidos o hubiera solicitado en el sector de 
actividad en cuyo ámbito se produce la infracción, el cierre del establecimiento en que se 
haya producido la discriminación o el cese en la actividad económica o profesional desarro-
llada por la persona infractora por un término máximo de cinco años.

2. En la imposición de sanciones, por resolución motivada del órgano que resuelva el 
expediente sancionador, con el consentimiento de la persona sancionada, y siempre que no 
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se trate de infracciones muy graves, se podrá sustituir la sanción económica por la presta-
ción de su cooperación personal no retribuida en actividades de utilidad pública, con interés 
social y valor educativo, o en labores de reparación de los daños causados o de apoyo o asis-
tencia a las víctimas de los actos de discriminación; por la asistencia a cursos de formación 
o a sesiones individualizadas, o por cualquier otra medida alternativa que tenga la finalidad 
de sensibilizar al infractor sobre la igualdad de trato y la no discriminación, y de reparar el 
daño moral de las víctimas y de los grupos afectados.

Artículo 51. Prescripción de las infracciones y de las sanciones

Las infracciones a que se refiere la presente ley calificadas como leves prescribirán 
al año, las calificadas como graves a los tres años y las calificadas como muy graves a los 
cuatro años.

Las sanciones impuestas por infracciones leves prescribirán al año, las impuestas por 
infracciones graves a los cuatro años y las impuestas por infracciones muy graves a los cinco 
años.

Artículo 52. Autoridades competentes y procedimiento

1. La incoación e instrucción de los expedientes sancionadores, así como la imposición 
de las correspondientes sanciones administrativas, corresponderá a cada Administración 
Pública en el ámbito de sus respectivas competencias.

2. El plazo máximo en que deberá notificarse la resolución del procedimiento sancio-
nador será de seis meses, y la resolución señalará el plazo para su cumplimiento sin que 
pueda ser inferior a quince ni superior a treinta días.

3. En los casos en que se aporte un principio de prueba del que se infiera que una de 
las infracciones previstas en esta ley y en la legislación específica en materia de igualdad 
de trato y no discriminación hubiera podido ser cometida por una autoridad o personal al 
servicio de las Administraciones públicas, el órgano administrativo competente, en cuanto 
tenga conocimiento de las mismas, adoptará las medidas provisionales que sean oportunas 
para que desaparezca la situación de discriminación creada.

En el supuesto previsto en el párrafo anterior, el órgano administrativo competente 
iniciará el correspondiente procedimiento disciplinario respecto de la persona responsable, 
de acuerdo con lo dispuesto en la legislación que le sea aplicable. Asimismo, se instruirá el 
procedimiento sancionador previsto en esta ley en los supuestos en los que el presunto autor 
fuese una autoridad o cargo público que no ostentase la condición de personal al servicio de 
las Administraciones públicas.

Si de la instrucción del procedimiento sancionador correspondiente resultase res-
ponsable la autoridad o personal al servicio de las administraciones públicas, los hechos 
declarados probados en la mencionada resolución vincularán a la Administración en el 
procedimiento de responsabilidad patrimonial que habrá de instruirse para determinar la 
indemnización que, en su caso, proceda por los daños y perjuicios que se hayan podido 
ocasionar a favor de quien haya resultado víctima de la discriminación.

4. A los procedimientos sancionadores cuya tramitación corresponda a la Adminis-
tración General del Estado, con excepción de los del orden social, se les aplicará la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

En estos casos, el procedimiento se iniciará siempre de oficio, y el órgano competente 
para resolver el procedimiento será la persona titular del Ministerio competente por razón 
de la materia en el ámbito objetivo de aplicación de la ley en el que se haya cometido la 
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conducta infractora, si bien cuando se trate de infracciones muy graves, y el importe de la 
sanción impuesta exceda los 300.000 euros, se requerirá acuerdo del Consejo de Ministros.

TÍTULO V 
Atención, apoyo e información a las víctimas de la 
discriminación e intolerancia

Artículo 53. Información, atención y medidas de apoyo a las víctimas de discriminación 
e intolerancia

1. Los poderes públicos garantizarán la información a las víctimas, a través de servi-
cios telemáticos y presenciales, para realizar una atención integral y multidisciplinar, a las 
víctimas de agresiones, actos de intolerancia o incidentes de odio y de conductas discrimi-
natorias por cualquiera de las causas previstas en la ley.

2. Los poderes públicos prestarán una atención integral real y efectiva a las víctimas 
de incidentes de odio, discriminación y actos de intolerancia. Esta atención comprenderá 
el asesoramiento, la asistencia, en especial, la sanitaria, y las medidas sociales tendentes a 
facilitar su recuperación integral.

3. En la atención a las víctimas se dará un tratamiento específico cuando las agresiones 
o acciones que inciten al odio, la discriminación e intolerancia se hayan realizado utilizando 
las nuevas tecnologías o a través de las redes sociales.

Artículo 54. Campañas y apoyo a las organizaciones de víctimas y a las entidades 
especializadas en la asistencia de víctimas de discriminación y la intolerancia

1. Los poderes públicos realizarán campañas de sensibilización y divulgación para la 
igualdad de trato y contra la discriminación y la intolerancia promoviendo la denuncia de 
las mismas y garantizarán la asistencia a las víctimas, aunque no se interponga denuncia.

2. Los poderes públicos diseñarán y pondrán en marcha en los centros escolares, in-
tegrado en el Plan de Convivencia de los centros docentes, un protocolo específico para la 
alerta, identificación, asistencia y protección en el caso de acoso escolar en relación con 
las actitudes de discriminación, de intolerancia e incidentes de odio por cualquiera de las 
causas que se mencionan en los artículos de esta ley.

Disposiciones adicionales

Disposición adicional primera Constitución de la Autoridad Independiente para la 
Igualdad de Trato y la No Discriminación

1. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley se procederá a la in-
tegración de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación 
de las funciones, entidades, organismos y servicios administrativos adscritos a la Adminis-
tración General del Estado que se determinen mediante Real Decreto, aprobado con la au-
torización de los Ministerios de Asuntos Económicos y Transformación Digital y Hacienda 
y Función Pública, con la aprobación previa del Ministerio de Presidencia, Relaciones con 
las Cortes y Memoria Democrática.

2. En el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno, a ini-
ciativa de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, 
y a propuesta de los Ministerios de Presidencia, Relaciones con las Cortes y Memoria De-
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mocrática, Asuntos Económicos y Transformación Digital, Hacienda y Función Pública, 
Política Territorial y Derechos Sociales y Agenda 2030, aprobará, mediante Real Decreto, el 
Estatuto de la Autoridad Independiente previsto en el artículo 41.3 de esta ley.

3. En el plazo de un año desde su constitución la Autoridad Independiente para la 
Igualdad de Trato y la No Discriminación presentará al Departamento competente en ma-
teria de igualdad de trato una propuesta para la constitución de un Centro de Documenta-
ción y Memoria sobre Discriminación, Odio e Intolerancia.

Disposición adicional segunda Asistencia jurídica a la Autoridad Independiente 
para la Igualdad de Trato y la No Discriminación
La asistencia jurídica, consistente en el asesoramiento, representación y defensa en 

juicio, de la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación 
se llevará a cabo de conformidad con la Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia 
Jurídica al Estado e Instituciones Públicas.

Disposición adicional tercera Designación de la Autoridad Independiente para 
la Igualdad de Trato y la No Discriminación
La Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación será el 

organismo competente en el Reino de España a efectos de lo dispuesto en el artículo 13 de la 
Directiva 2000/43/CE del Consejo, de 29 de junio de 2000, relativa a la aplicación del prin-
cipio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen racial o étnico.

Disposición adicional cuarta No afectación de la legislación en materia de ex-
tranjería
Lo dispuesto en esta ley se entiende sin perjuicio de la regulación establecida en la Ley 

Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en españa y 
su integración social y en su normativa de desarrollo.

Disposición adicional quinta Cumplimiento de las disposiciones previstas en 
la Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación en materia de 
negociación colectiva y laboral
Las organizaciones empresariales y sindicales más representativas elaborarán un infor-

me con carácter anual sobre el cumplimento de las disposiciones previstas en los artículos 9, 
10 y 11 de la Ley integral para la igualdad de trato y no discriminación.

Disposición adicional sexta Informe amplio e integral sobre disposiciones nor-
mativas vigentes y prácticas en la Administración del Estado que contraríen el 
deber de igualdad de trato y no discriminación
1. En el plazo de un año desde que la Autoridad Independiente para la Igualdad de 

Trato y la No Discriminación comience a desplegar efectivamente sus funciones y tareas, 
dicha Autoridad presentará un informe amplio e integral sobre aspectos contrarios a la 
igualdad de trato o discriminatorios que puedan pervivir en las disposiciones normativas de 
rango legal o reglamentario vigentes en los ámbitos competenciales del Estado, así como 
de las prácticas administrativas que persistan que se acrediten como incompatibles con el 
objeto de esta ley.

2. Dicho informe se elevará a las Cortes Generales y al Gobierno de España, para 
constancia y como material de utilidad para, de partida, promover las modificaciones nor-



63

mativas o corregir las prácticas administrativas inadecuadas a los efectos de la igualdad de 
trato y la no discriminación.

Disposiciones transitorias

Disposición transitoria única Régimen transitorio de procedimientos

A los procedimientos administrativos y judiciales ya iniciados con anterioridad a la 
entrada en vigor de esta ley no les será de aplicación la misma, rigiéndose por la normativa 
anterior.

Disposiciones finales

Disposición final primera Modificación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
servicios de la sociedad de la información y comercio electrónico

Se añade un segundo párrafo al apartado 4 del artículo 11 de la Ley 34/2002, de 11 
de julio, de servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico, en los 
siguientes términos:

«En particular, cuando resulte necesario para proteger los derechos de la víctima o gru-
pos o personas discriminadas, los jueces y tribunales podrán acordar, de conformidad con la 
legislación procesal, motivadamente, y siempre de acuerdo con el principio de proporciona-
lidad, cualquiera de las medidas de restricción o interrupción de la prestación de servicios o 
de retirada de datos de páginas de internet que contempla la presente ley.»

Disposición final segunda Modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil
Uno. Se modifica el artículo 11 bis de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento 

Civil, en los siguientes términos:
«Artículo 11 bis Legitimación para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no 

discriminación

1. Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación, además 
de las personas afectadas y siempre con su autorización, estarán también legitima-
dos la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la No Discriminación, 
así como, en relación con las personas afiliadas o asociadas a los mismos, los par-
tidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de trabajadores autó-
nomos, las organizaciones de personas consumidoras y usuarias y las asociaciones 
y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus fines la defensa y 
promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley inte-
gral para la igualdad de trato y la no discriminación.

2. Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de di-
fícil determinación, la legitimación para instar acciones judiciales en defensa de 
derechos o intereses difusos corresponderá a la Autoridad Independiente para la 
Igualdad de Trato y la No Discriminación, a los partidos políticos, los sindicatos y 
las asociaciones profesionales de trabajadores autónomos más representativos, así 
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como a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito estatal, 
a las organizaciones, de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que se produce 
la situación de discriminación que tengan entre sus fines la defensa y promoción 
de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación, sin perjuicio en todo caso de la legitima-
ción individual de aquellas personas afectadas que estuviesen determinadas.»

Dos. Se introduce un nuevo artículo 15 ter a la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuicia-
miento Civil, en los siguientes términos:

«Artículo 15 ter Publicidad e intervención en procesos para la defensa del derecho a la 
igualdad de trato y no discriminación

1. En los procesos promovidos por la Autoridad Independiente para la Igualdad 
de Trato y la No Discriminación, los partidos políticos, sindicatos, asociaciones 
profesionales de trabajadores autónomos, organizaciones de personas consumido-
ras y usuarias y asociaciones y organizaciones legalmente constituidas, que tengan 
entre sus fines la defensa y promoción de los derechos humanos, se llamará al 
proceso a quienes tengan la condición de personas afectadas por haber sufrido 
la situación de discriminación que dio origen al proceso, para que hagan valer su 
derecho o interés individual.

2. El órgano judicial que conozca de alguno de estos procesos comunicará su 
iniciación al Ministerio Fiscal para que, de conformidad con las funciones que le 
son propias, valore la posibilidad de su personación.»

Tres. Se modifica el apartado 5 del artículo 217 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, en los siguientes términos:

«5. En aquellos procesos en los que la parte actora alegue discriminación y apor-
te indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la parte demandada la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de 
las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, de oficio o 
a instancia de parte, podrá recabar informe de los organismos públicos competen-
tes en materia de igualdad.»

Cuatro. Se modifica el apartado 3 del artículo 222 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de 
Enjuiciamiento Civil, en los siguientes términos:

«3. La cosa juzgada afectará a las partes del proceso en que se dicte y a sus 
herederos y causahabientes, así como a los sujetos, no litigantes, titulares de los 
derechos que fundamenten la legitimación de las partes conforme a lo previsto en 
los artículos 11 y 11 bis de esta ley.

En las sentencias sobre estado civil, matrimonio, filiación, paternidad, materni-
dad e incapacitación y reintegración de la capacidad, la cosa juzgada tendrá efectos 
frente a terceros a partir de su inscripción o anotación en el Registro Civil.

Las sentencias que se dicten sobre impugnación de acuerdos societarios afecta-
rán a todos los socios, aunque no hubieren litigado.»

Disposición final tercera Modificaciones de la Ley 29/1998, de 13 de julio, regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa
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Uno. La letra i) del artículo 19.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, pasa a tener la siguiente redacción:

«i) Para la defensa del derecho a la igualdad de trato y no discriminación e in-
tolerancia, además de las personas afectadas y siempre con su autorización, esta-
rá también legitimada la Autoridad Independiente para la Igualdad de Trato y la 
No Discriminación, así como, en relación con las personas afiliadas o asociadas a 
los mismos, los partidos políticos, los sindicatos, las asociaciones profesionales de 
trabajadores autónomos, las organizaciones de personas consumidoras y usuarias 
y las asociaciones y organizaciones legalmente constituidas que tengan entre sus 
fines la defensa y promoción de los derechos humanos, de acuerdo con lo estable-
cido en la Ley integral para la igualdad de trato y la no discriminación.

Cuando las personas afectadas sean una pluralidad indeterminada o de difícil de-
terminación, la legitimación para instar acciones judiciales en defensa de derechos 
o intereses difusos corresponderá a la Autoridad Independiente para la Igualdad 
de Trato y la No Discriminación, a los partidos políticos, los sindicatos y las aso-
ciaciones profesionales de trabajadores autónomos más representativos, así como 
a las organizaciones de personas consumidoras y usuarias de ámbito estatal, y a 
las organizaciones, de ámbito estatal o del ámbito territorial en el que se produce 
la situación de discriminación, que tengan entre sus fines la defensa y promoción 
de los derechos humanos, de acuerdo con lo establecido en la Ley integral para la 
igualdad de trato y la no discriminación, sin perjuicio en todo caso de la legitima-
ción individual de aquellas personas afectadas que estuviesen determinadas.

La persona acosada será la única legitimada en los litigios sobre acoso sexual y 
acoso discriminatorio.»

Dos. Se modifica el apartado 7 del artículo 60, que pasa a tener la siguiente redacción:

«7. En aquellos procesos en los que la parte actora alegue discriminación y apor-
te indicios fundados sobre su existencia, corresponderá a la parte demandada la 
aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemente probada, de 
las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano judicial, de oficio o 
a instancia de parte, podrá recabar informe de los organismos públicos competen-
tes en materia de igualdad.»

Disposición final cuarta Modificación de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas
Se añade un nuevo apartado 3 bis en el artículo 77 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, con la siguien-
te redacción:

«3 bis. Cuando el interesado alegue discriminación y aporte indicios fundados 
sobre su existencia, corresponderá a la persona a quien se impute la situación dis-
criminatoria la aportación de una justificación objetiva y razonable, suficientemen-
te probada, de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, el órgano administrativo podrá 
recabar informe de los organismos públicos competentes en materia de igualdad.»
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Disposición final quinta Modificación del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal

Se modifica la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, por la que se regula el Estatuto Orgá-
nico del Ministerio Fiscal, en los siguientes términos:

Uno. Se añade al artículo 18.3 un nuevo párrafo en los siguientes términos:
«En las Fiscalías Provinciales existirá una Sección contra los delitos de odio, que coor-

dinará o en su caso asumirá directamente la intervención del Ministerio Fiscal en los pro-
cedimientos penales relacionados con los delitos de odio y discriminación. En la Sección 
contra los delitos de odio deberá llevarse un registro de los procedimientos que se sigan rela-
cionados con estos hechos, que permitirá la consulta de los Fiscales cuando conozcan de un 
procedimiento de los que tienen atribuida la competencia al efecto en cada caso procedente. 
Estas Secciones podrán constituirse en las Fiscalías de las comunidades autónomas cuando 
sus competencias, el volumen de trabajo o la mejor organización y prestación del servicio 
así lo aconsejen.»

Dos. Se añade un apartado dos bis en el artículo 20 con la siguiente redacción:
«En la Fiscalía General del Estado existirá un Fiscal contra los delitos de odio y discri-

minación, con categoría de Fiscal de Sala, que ejercerá las siguientes funciones:

a) Practicar las diligencias a que se refiere el artículo cinco del Estatuto Orgánico 
del Ministerio Fiscal, e intervenir directamente en aquellos procesos penales de 
especial trascendencia apreciada por el Fiscal General del Estado, referentes a los 
delitos cometidos por la pertenencia de la víctima a un determinado grupo social, 
según su edad, raza, sexo, orientación sexual, expresión o identidad de género, re-
ligión, etnia, nacionalidad, ideología, afiliación política, discapacidad o situación 
socioeconómica.

b) Supervisar y coordinar la actuación de las Secciones contra los delitos de odio, 
y recabar informes de las mismas, dando conocimiento al Fiscal Jefe de las Fisca-
lías en que se integren.

c) Coordinar los criterios de actuación de las diversas Fiscalías en materia de 
delitos de odio y discriminación, para lo cual podrá proponer al Fiscal General del 
Estado la emisión de las correspondientes instrucciones.

d) Elaborar semestralmente, y presentar al Fiscal General del Estado, para su 
remisión a la Junta de Fiscales de Sala del Tribunal Supremo, y al Consejo Fiscal, 
un informe sobre los procedimientos seguidos y actuaciones practicadas por el Mi-
nisterio Fiscal en materia de delitos de odio y discriminación.

Para su adecuada actuación se le adscribirán los profesionales y expertos que 
sean necesarios para auxiliarlo de manera permanente u ocasional y actuará en 
coordinación con las entidades, asociaciones y organizaciones legalmente cons-
tituidas que tengan entre sus finalidades la defensa y promoción de los derechos 
humanos y la erradicación de la discriminación.»

Disposición final sexta Modificación de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Com-
petencia Desleal
Se añade un nuevo párrafo segundo en el apartado 2 del artículo 32 de la Ley 3/1991, 

de 10 de enero, de Competencia Desleal, que queda redactado de la siguiente forma:
«Además, esta publicidad podrá realizarse a criterio del tribunal y previa remisión al 

efecto, a través de la Autoridad para la Igualdad de Trato y la No Discriminación y los ob-
servatorios o de los órganos competentes del departamento u organismo con competencias 
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en materia de igualdad entre mujeres y hombres de ámbito nacional o su equivalente en el 
ámbito autonómico.»

Disposición final séptima Modificación del texto refundido de la Ley General 
para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre

Uno. Se modifica el apartado segundo del artículo 50 que queda redactado en los si-
guientes términos:

«2. La publicidad de las sanciones impuestas, cuando hayan adquirido firmeza 
en vía administrativa, así como los nombres, apellidos, denominación o razón so-
cial de las personas naturales o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las 
infracciones, siempre que concurra riesgo para la salud o seguridad de los consumi-
dores y usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga, acreditada in-
tencionalidad en la infracción, o traigan causa en la difusión de contenidos racistas, 
xenófobos, sexistas, LGTBIfóbicos, denigrantes o discriminatorios.

La publicidad de las sanciones impuestas, cuando hayan adquirido firmeza en 
vía administrativa, así como los nombres, apellidos, denominación o razón social 
de las personas naturales o jurídicas responsables y la índole y naturaleza de las 
infracciones, siempre que concurra riesgo para la salud o seguridad de los consu-
midores y usuarios, reincidencia en infracciones de naturaleza análoga, acreditada 
intencionalidad en la infracción, o traigan causa en la difusión de contenidos racis-
tas, xenófobos, sexistas, LGTBIfóbicos, denigrantes o discriminatorios.

La publicidad de las sanciones impuestas por la difusión de contenidos sexistas, 
denigrantes o discriminatorios, se realizará a través de la Agencia Española para la 
Igualdad de Trato y la No discriminación los observatorios o de los órganos com-
petentes del departamento u organismo con competencias en materia de igualdad 
entre mujeres y hombres de ámbito nacional o su equivalente en el ámbito auto-
nómico.»

Dos. Se añade un apartado 10 al artículo 46 que queda redactado en los siguientes 
términos:

«10. En aquellos procesos en los que la parte actora alegue discriminación y 
aporte indicios fundados sobre su existencia corresponderá a la parte contra la que 
se dirija la queja o la demanda la aportación de una justificación objetiva y razo-
nable, suficientemente probada, de las medidas adoptadas y de proporcionalidad. 
A los efectos de lo dispuesto en el párrafo anterior, la administración competente 
en materia de consumo, así como los órganos judiciales de oficio o a instancia de 
parte podrán recabar informe de los organismos públicos competentes en materia 
de igualdad.»

Disposición final octava Título competencial
1. Los preceptos contenidos en el Título Preliminar, el Título I, con excepción de los 

artículos 9 a 11, 15, 17.2, 20.2 y 22; los artículos 25 y 33 del Título II, el Título III y el Título 
IV constituyen regulación de las condiciones básicas que garantizan la igualdad de todos los 
españoles en el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, 
de acuerdo con el artículo 149.1.1.ª de la Constitución.
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2. Los artículos 9 a 11 constituyen legislación laboral y son de aplicación en todo el 
Estado, de acuerdo con el artículo 149.1.7.ª de la Constitución.

3. El artículo 15 tiene carácter básico, de acuerdo con el artículo 149.1.16.ª de la Cons-
titución.

4. El artículo 17.2 se dicta en ejercicio de las competencias sobre bases de la ordenación 
del crédito, banca y seguros de acuerdo con el artículo 149.1.11.ª de la Constitución.

5. El artículo 20.2 se dicta en ejercicio de las competencias sobre legislación mercantil, 
de acuerdo con el artículo 149.1.6.ª de la Constitución.

6. El artículo 22 tiene carácter básico, de acuerdo con el artículo 149.1.27.ª de la Cons-
titución.

7. El artículo 26 se dicta en ejercicio de las competencias sobre legislación mercantil, 
laboral y civil y sobre las bases del régimen de las Administraciones públicas, de acuerdo 
con los artículos 149.1.6.ª, 7.ª, 8.ª y 18.ª de la Constitución.

8. El artículo 27 se dicta en ejercicio de las competencias sobre legislación civil, de 
acuerdo con el artículo 149.1.8.ª de la Constitución.

9. Los artículos 28 a 30 y las disposiciones finales segunda y tercera de esta ley se dic-
tan en ejercicio de las competencias sobre legislación procesal, de acuerdo con el artículo 
149.1.6.ª de la Constitución.

10. Los artículos 31, 37 y 38 y la disposición final cuarta tienen carácter básico, de 
acuerdo con el artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

11. La disposición adicional cuarta es de aplicación directa en todo el Estado, en apli-
cación de lo dispuesto en el artículo 149.1.2.ª de la Constitución.

12. La disposición final primera se dicta en ejercicio de las competencias sobre le-
gislación mercantil, legislación civil y telecomunicaciones, de acuerdo con los artículos 
149.1.6.ª, 8.ª y 21.ª de la Constitución.

13. El resto de los preceptos de esta ley son de aplicación a la Administración General 
del Estado.

14. La presente ley tiene carácter supletorio en las comunidades autónomas con com-
petencias propias en la materia que hayan legislado sobre la misma.

Disposición final novena Habilitación para el desarrollo reglamentario
El Gobierno y el Ministerio competente en materia de igualdad, de acuerdo con lo 

previsto en esta ley y en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán dictar las normas 
reglamentarias necesarias para el desarrollo y aplicación de esta ley.

Disposición final décima Entrada en vigor
La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 

Oficial del Estado».
Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 

esta ley.
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